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Resumen ejecutivo

El presente informe analiza los principales determinantes sociales que inciden en el ac-
ceso al derecho a la salud de personas migrantes y desplazadas venezolanas en la región 
Piura, con especial énfasis en los servicios primarios y comunitarios de salud. El estudio 
se basa en una metodología cualitativa con enfoque etnográfico, desarrollada en tres 
trabajos de campo que incluyeron entrevistas, observación participante y talleres con 
autoridades, profesionales de salud, organizaciones de base y niñas, niños y adolescen-
tes (NNA).

Los hallazgos revelan que el acceso efectivo al derecho a la salud está condicionado por 
una interacción compleja entre factores estructurales —como la precariedad del siste-
ma público— y barreras específicas relacionadas con la condición migratoria. Entre los 
principales determinantes estructurales identificados destacan la escasa disponibilidad 
de servicios especializados, la fragmentación institucional, la débil articulación inter-
sectorial y la concepción de la salud como un servicio más que como un derecho. Estas 
barreras afectan tanto a peruanos como a migrantes, pero su impacto se ve agravado en 
población venezolana debido a la falta de documentación, la discriminación institucio-
nal y social, y la ausencia de redes de apoyo.

Asimismo, se identificaron barreras diferenciadas que solo afectan a la población migran-
te, como la imposibilidad de acceder a medicamentos psiquiátricos por no estar afiliados 
al Sistema Integral de Salud (SIS), el desconocimiento de rutas formales de atención, y 
experiencias de estigmatización en centros de salud, escuelas y espacios de justicia. Par-
ticular preocupación genera la situación de NNA migrantes, quienes enfrentan violencia 
escolar, exclusión por nacionalidad y escasa protección institucional.

El análisis se estructura en torno a los principios de Disponibilidad, Accesibilidad, Acep-
tabilidad y Calidad (AAAC), definidos por el Comité DESC de las Naciones Unidas. El estu-
dio muestra que estos principios se ven vulnerados de forma sistemática en Piura, tanto 
por la debilidad estructural del sistema como por la ausencia de enfoques diferenciados 
para personas en movilidad humana.

Frente a ello, el informe propone recomendaciones dirigidas a distintos actores, tales 
como: restituir la capacidad comunitaria de los Centros de Salud Mental Comunitarios 
(CSMC); simplificar los requisitos documentarios para acceder a servicios; instituciona-
lizar redes de facilitadores interculturales en salud y educación; capacitar al personal 
público en derechos humanos e interculturalidad; y promover sistemas de monitoreo 
participativo desde la experiencia migrante. Asimismo, se destacan experiencias exitosas 
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—como la del CSMC Las Dalias— que evidencian el potencial de modelos preventivos y 
comunitarios cuando se permite su autonomía.

En conclusión, garantizar el derecho a la salud de las personas migrantes requiere abor-
dar simultáneamente las barreras estructurales del sistema público y las exclusiones es-
pecíficas que enfrentan por su nacionalidad y estatus migratorio. Ello implica reformas 
institucionales, voluntad política y una mirada interseccional e intercultural que sitúe la 
salud como derecho humano y no como privilegio administrativo.
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Siglas y acrónimos

AAAC Disponibilidad, Accesibilidad, Aceptabilidad y Calidad

CEM Centro de Emergencia Mujer

CHS Alternativo Capital Humano y Social Alternativo

Comité DESC Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

CSMC Centro de Salud Mental Comunitario

DESC Derechos Económicos, Sociales y Culturales

DIRESA Piura Dirección Regional de Salud

DRE Dirección Regional de Educación

ENPOVE Encuesta Nacional sobre la Población Venezolana en el Perú

EsSalud Seguro Social de Salud del Perú

IDEHPUCP Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú

INEI Instituto Nacional de Estadística e Informática

MINSA Ministerio de Salud

NNA Niñas, Niños y Adolescentes

OIM Organización Internacional para las Migraciones

OMS Organización Mundial de la Salud

ONG Organización no gubernamental

OPS Organización Panamericana de la Salud

Pacto DESC Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales
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PCM Presidencia del Consejo de Ministros

PNP Policía Nacional del Perú

PTP Permiso Temporal de Permanencia

R4V Plataforma Regional de Coordinación Interagencial para Refugiados 
y Migrantes de Venezuela

SIS Seguro Integral de Salud

SíseVe Sistema de Registro de Incidencias de Violencia Escolar

UE Unión Europea

UGEL Unidad de Gestión Educativa Local
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1. Problema de 
investigación
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El derecho a la salud constituye un componente fundamental del bienestar y desarrollo 
de toda población. No obstante, en el caso de las personas migrantes y desplazadas, el 
acceso a los servicios de salud enfrenta múltiples desafíos derivados de factores admi-
nistrativos, económicos y sociales (Cabieses, Gálvez y Ajraz, 2018). En América Latina, los 
Estados miembros del Proceso de Quito —conjunto de reuniones y compromisos esta-
blecidos entre diversos países de la región, incluido el Perú, para coordinar la respuesta 
a la crisis migratoria venezolana— han logrado avances en la garantía del acceso a la 
atención de emergencias para esta población. Sin embargo, persisten brechas significa-
tivas en la provisión de servicios de salud primaria, secundaria y mental (Fernández y 
Luna, 2018).

En este marco, Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Paraguay, 
Perú y Uruguay han informado que la atención de emergencias en salud está garanti-
zada independientemente de la nacionalidad o del estatus migratorio. De estos países, 
siete han señalado que no se requiere presentar documentación o referencias para acce-
der a estos servicios, mientras que los tres restantes exigen algún tipo de documento de 
identidad. Asimismo, nueve de los diez países confirmaron que dicha atención es gratuita 
(OIM, 2022, p. 32).

En cuanto al acceso a la atención primaria y secundaria, las políticas de Colombia y 
Costa Rica exigen afiliación a un seguro médico para acceder a la atención primaria. Asi-
mismo, Colombia, Costa Rica y Perú requieren afiliación a un sistema de seguro de salud 
para la atención secundaria. Respecto a la salud mental, estos mismos países solicitan 
un documento de identidad o afiliación al seguro para acceder a los servicios correspon-
dientes (OIM, 2022, pp. 33-34). Por otro lado, Argentina, Brasil, Ecuador, Guyana, México, 
República Dominicana y Uruguay brindan acceso gratuito a servicios de salud mental y 
apoyo psicosocial a personas migrantes y desplazadas venezolanas; y seis de estos paí-
ses no requieren documentación (OIM, 2022, p. 36).

En el caso del Perú, según la Encuesta de Percepción sobre Migración Venezolana (IDE-
HPUCP, 2021), el 69 % de los encuestados respaldó el acceso de personas venezolanas a 
los servicios de salud públicos; sin embargo, solo el 43 % consideró que el Estado debía 
garantizar un acceso igualitario a la vacuna contra la COVID-19. Por su parte, la II Encues-
ta Dirigida a la Población Venezolana (II ENPOVE, 2022) reveló que solo el 27 % de esta 
población cuenta con un seguro de salud, mientras que el 73 % no posee cobertura. Entre 
los asegurados, el 20 % está afiliado al Seguro Integral de Salud (SIS), el 5,4 % a EsSalud y 
el 1,6 % a seguros privados. Entre las principales necesidades identificadas por la pobla-
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ción migrante venezolana, la salud (55,8 %) y la alimentación (45,6 %) destacan como las 
más urgentes. Entre enero y octubre de 2024, se registraron 112 310 atenciones en salud 
a personas extranjeras en el Perú, incluidas 2958 relacionadas con complicaciones en el 
embarazo (OPS, 2024, p. 2).

Por su parte, la Plataforma de Coordinación Interagencial para Refugiados y Migrantes 
de Venezuela (2022) indicó que el 47 % de esta población en Lima y Tumbes presenta 
entre 9 y 18 síntomas de ansiedad y depresión (p. 6). La Organización Internacional para 
la Migración (OIM) (2023) señaló que la prevalencia de estas condiciones entre personas 
migrantes venezolanas es tres veces mayor que en la población peruana durante la pan-
demia. Datos más recientes de CHS Alternativo (2025) muestran que, en los últimos tres 
años, los Centros de Salud Mental Comunitaria (CSMC) en el Perú han atendido a más de 
15 000 personas migrantes.

El acceso a la salud para personas migrantes y desplazadas en América Latina —parti-
cularmente en los países del Proceso de Quito— ha registrado avances importantes en 
materia de atención de emergencias. Sin embargo, subsisten barreras para el acceso a 
servicios de salud primaria, secundaria y mental, especialmente en contextos donde se 
requiere documentación o afiliación al sistema de salud. En el ámbito de la salud mental, 
si bien varios países garantizan el acceso gratuito, los elevados niveles de ansiedad y de-
presión entre la población migrante evidencian la necesidad de fortalecer las estrategias 
de apoyo psicosocial y reducir las barreras administrativas para garantizar un acceso 
efectivo a estos servicios.

Desde el punto de vista sociodemográfico, la región Piura, cuya capital es la ciudad ho-
mónima, está conformada por 8 provincias y 65 distritos, y posee una extensión territo-
rial aproximada de 35 000 km². En términos de organización territorial, el departamento 
cuenta con 2599 centros poblados, de los cuales 2498 son rurales, lo que representa el 
96,1 % del total. Es relevante señalar que el 20,7 % de la población del departamento 
reside en estos centros poblados rurales, porcentaje similar al promedio nacional (PCM, 
2024).

Según el Censo Nacional 2017, la población de Piura creció de 1 676 315 habitantes en 
el 2007 a 1 856 809 en el 2017 (PCM, 2024). Las proyecciones del Instituto Nacional de 
Estadística e Informática (INEI) estiman que, para el 2025, la población alcanzará los 
2  172  710 habitantes (INEI, 2023, p. 70). Este crecimiento demográfico sostenido, que 
representa un incremento proyectado del 29,6% entre 2007 y 2025, plantea desafíos sig-
nificativos para el sistema de salud regional, especialmente considerando que la infraes-
tructura sanitaria debe atender no solo a la población local en expansión, sino también 
a los flujos migratorios venezolanos que han elegido Piura como destino, intensificando 
así la presión sobre los servicios de salud disponibles.

En esa línea, el acceso a servicios de salud en Piura presenta diferentes niveles de dispo-
nibilidad. Se estima que el 93,69 % de la población se encuentra a menos de 30 minutos 
de un establecimiento de salud. No obstante, solo el 60,80 % accede en ese tiempo a un 
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establecimiento de categoría II o III, y únicamente el 29,01 % a uno de categoría III. Asi-
mismo, el 84,22 % de los piuranos reside a menos de 30 minutos de una capital distrital; el 
57,59 %, de una capital provincial; y el 25,14 %, de una capital departamental (PCM, 2024). 

Respecto a la infraestructura de salud administrada por el Ministerio de Salud (MINSA), 
en el 2022 esta comprendía 410 establecimientos: 4 hospitales, 85 centros de salud y 
321 puestos de salud. EsSalud cuenta con 21 establecimientos (6 hospitales, 3 centros 
médicos y 12 postas médicas). La Sanidad de la Policía Nacional administra 9 estableci-
mientos, entre los que se incluyen 1 policlínico, 2 centros de salud y 6 puestos de salud. 
En total, la capacidad hospitalaria del MINSA en la región asciende a 2521 camas hospi-
talarias (INEI, 2023, p. 113).

En cuanto a la atención en salud mental, entre el 2023 y el 2024, la Dirección Regional 
de Salud de Piura reportó 378 casos de intentos e ideas suicidas atendidos en los CSMC. 
El 72 % de estos casos corresponde a mujeres, y destaca un preocupante 27,5 % en jóve-
nes de 18 a 29 años y un 16,9 % en adolescentes de 12 a 17 años. Actualmente, la región 
cuenta con 17 CSMC distribuidos estratégicamente, que ofrecen atención en psicología, 
psiquiatría, enfermería y terapia ocupacional (DIRESA Piura, 2024). Cabe destacar que en 
el distrito de Castilla se ubica el primer hospital especializado en salud mental del norte 
del país, implementado por la Orden Hospitalaria San Juan de Dios. Este hospital, clasifi-
cado como establecimiento de salud de Nivel II-E, representa un modelo innovador en la 
atención en salud mental (Cámara de Comercio y Producción de Piura, 2022).

En este contexto, resulta fundamental analizar la situación del derecho a la salud de la 
población migrante en la región, para lo cual se han de identificar los principales obstá-
culos y desafíos con el fin de fortalecer políticas y estrategias que garanticen un acceso 
equitativo e inclusivo a los servicios de salud. En consecuencia, esta investigación pro-
pone profundizar en el caso específico de la región Piura con el objetivo de identificar 
aspectos críticos, buenas prácticas y oportunidades de mejora que puedan replicarse en 
otras zonas con alta presencia de población migrante y desplazada.
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2.  Aproximación 
teórica
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En el marco del Sistema Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Pacto DESC) contiene la disposición más 
exhaustiva sobre el derecho a la salud en comparación con otros instrumentos interna-
cionales de derechos humanos. En virtud del párrafo 1 del artículo 12 del Pacto DESC, 
los Estados parte reconocen «el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental». A su vez, el párrafo 2 del mismo artículo establece di-
versas medidas que los Estados deben adoptar para garantizar la plena efectividad de 
este derecho.

Asimismo, el derecho a la salud está reconocido en otros tratados internacionales, entre 
ellos: el inciso iv) del apartado e) del artículo 5 de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; el apartado f) del párrafo 1 del 
artículo 11 y el artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer; el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos del 
Niño; el artículo 28 de la Convención sobre la Protección de los Trabajadores Migratorios 
y sus Familiares; y el artículo 25 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.
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Tabla 1. Reconocimiento del derecho a la salud en tratados internacionales

Tratado Internacional Artículo Disposición normativa

Convención 
Internacional sobre 
la Eliminación de 
todas las Formas de 
Discriminación Racial

Art. 5, inc. 
iv), apart. e)

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular: (...)

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios 
sociales; (...)

Convención sobre 
la Eliminación de 
Todas las Formas de 
Discriminación contra 
la Mujer (CEDAW)

Art. 11, párr. 
1, apart. f) y 

Art. 12

Art. 11, párr.1, apart. f) El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las con-
diciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.

Art.12

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discri-
minación contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de asegurar, en condi-
ciones de igualdad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención médica, 
inclusive los que se refieren a la planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados Partes garantizarán a 
la mujer servicios apropiados en relación con el embarazo, el parto y el período poste-
rior al parto, proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario, y le asegura-
rán una nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

Convención sobre los 
Derechos del Niño

Art. 24 1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posi-
ble de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación 
de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado 
de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en particular, 
adoptarán las medidas apropiadas para:

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;

b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean ne-
cesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria 
de salud;

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria 
de la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en 
cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente;

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres;

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los niños, 
conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas de la 
lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas de prevención 
de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo en la aplica-
ción de esos conocimientos;

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la educa-
ción y servicios en materia de planificación de la familia.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para 
abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación internacio-
nal con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho reconocido en 
el presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta las necesidades 
de los países en desarrollo.
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Convención sobre 
la Protección de 
los Trabajadores 
Migratorios y sus 
Familiares

Art. 28 Los trabajadores migratorios y sus familiares tendrán derecho a recibir cualquier tipo 
de atención médica urgente que resulte necesaria para preservar su vida o para evitar 
daños irreparables a su salud en condiciones de igualdad de trato con los nacionales 
del Estado de que se trate. Esa atención médica de urgencia no podrá negarse por moti-
vos de irregularidad en lo que respecta a la permanencia o al empleo.

Convención sobre 
los Derechos de 
las Personas con 
Discapacidad

Art. 25 Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen derecho a go-
zar del más alto nivel posible de salud sin discriminación por motivos de discapacidad. 
Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las 
personas con discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de 
género, incluida la rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los Estados 
Partes:

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y atención de la salud 
gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y calidad que a las demás per-
sonas, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, y programas de salud 
pública dirigidos a la población;

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas con discapacidad 
específicamente como consecuencia de su discapacidad, incluidas la pronta detección 
e intervención, cuando proceda, y servicios destinados a prevenir y reducir al máximo 
la aparición de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las personas 
mayores;

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunidades de las perso-
nas con discapacidad, incluso en las zonas rurales;

d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas con discapacidad 
atención de la misma calidad que a las demás personas sobre la base de un consenti-
miento libre e informado, entre otras formas mediante la sensibilización respecto de 
los derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de las personas 
con discapacidad a través de la capacitación y la promulgación de normas éticas para 
la atención de la salud en los ámbitos público y privado;

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad en la prestación 
de seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos en la legislación nacional, 
y velarán por que esos seguros se presten de manera justa y razonable;

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de salud o de aten-
ción de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de discapacidad.
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A nivel regional, el derecho a la salud se encuentra garantizado en diversos instrumen-
tos, como el artículo 11 de la Carta Social Europea (en su versión revisada), el artículo 16 
de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, y el artículo 10 del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Este último instrumento ha sido firmado y ratificado 
por el Estado peruano.

A pesar de estos avances normativos, no existe un instrumento internacional que regule 
de manera integral los derechos de todas las personas migrantes. Esta fragmentación 
normativa genera que los derechos de los migrantes se encuentren dispersos en múlti-
ples tratados con enfoques específicos (género, edad, discapacidad, etc.), lo cual dificulta 
establecer un marco coherente para la interpretación y determinación del alcance de 
sus derechos, particularmente cuando las situaciones migratorias no encajan perfecta-
mente en las categorías previstas por cada instrumento 

Al respecto, García (2019) sostiene que la Convención sobre la Protección de los Tra-
bajadores Migratorios y sus Familiares presenta limitaciones en su alcance, por lo que 
resulta necesario revisar los tratados de derechos humanos previamente mencionados, 
así como la interpretación que han desarrollado los tribunales, comités especializados y 
relatores especiales en relación con el derecho a la salud (p. 155). Asimismo, el análisis 
de informes y pronunciamientos de otras organizaciones internacionales permite preci-
sar con mayor claridad las obligaciones estatales respecto de la población migrante y 
desplazada, en especial en lo concerniente a la salud mental.

En esta línea, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC), 
órgano encargado de supervisar el cumplimiento del Pacto DESC, ha señalado que el 
derecho a la salud comprende tanto libertades como derechos, y que no debe enten-
derse como el derecho a estar sano (2000, párr. 9). Además, el Comité ha desarrollado el 
concepto de «el más alto nivel posible de salud» —mencionado en el artículo 12.1 del 
Pacto— considerando las condiciones biológicas y socioeconómicas de las personas, así 
como los recursos disponibles del Estado. En este sentido, factores como la predispo-
sición genética, las condiciones de vida y los estilos de vida pueden incidir en la salud 
individual, por lo que el Estado no está obligado a garantizar la ausencia total de enfer-
medades ni a prevenir todas sus causas posibles (2000, párr. 11).

Por tanto, el derecho a la salud debe entenderse como el derecho al acceso y disfrute de 
un conjunto de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarias para alcanzar el 
más alto nivel posible de salud. En este marco, el Comité DESC ha establecido el conte-
nido normativo del derecho y ha identificado sus elementos esenciales e interrelaciona-
dos, que se detallan a continuación:
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Disponibilidad. Cada Estado parte debe contar con un número suficiente de esta-
blecimientos, bienes y servicios públicos de salud, centros de atención y programas 
sanitarios.

Accesibilidad. Los servicios deben estar al alcance de toda la población. Esta accesi-
bilidad incluye cuatro dimensiones: no discriminación, accesibilidad física, accesibili-
dad económica y acceso a la información.

Aceptabilidad. Los servicios deben respetar la ética médica y ser culturalmente apro-
piados, es decir, respetuosos de las culturas de las personas, minorías, pueblos y co-
munidades.

Calidad. Los servicios deben ser científicamente y médicamente adecuados, y contar 
con personal capacitado, medicamentos esenciales y equipos hospitalarios de cali-
dad (2000, párr. 12).

A partir de lo anterior, y en relación con la salud mental de personas migrantes y despla-
zadas, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho de toda persona al 
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental (Relator Especial) ha señalado 
que «el contenido normativo del derecho a la salud incluye la obligación de facilitar un 
acceso oportuno, asequible y no discriminatorio a los servicios de prevención, tratamien-
to y rehabilitación de la salud mental, así como información al respecto» (2013, párr. 62).

Aunque su análisis se centra en la salud mental de trabajadores migratorios y sus fa-
milias, el Relator reconoce que la migración es una experiencia altamente estresante, 
debido a los drásticos cambios que implica en el entorno cultural, medioambiental y 
social de las personas (2013, párr. 63). Estos efectos varían entre individuos, pero pueden 
verse agravados en el caso de personas migrantes y desplazadas venezolanas en el Perú, 
quienes en los últimos años han emigrado en condiciones que comprometen su seguri-
dad física y mental.

Por su parte, la Organización Mundial de la Salud (OMS) afirma que el derecho a la salud 
implica «el derecho a acceder a servicios de salud de calidad sin ser objeto de discrimi-
nación de ningún tipo» (2023) y a gozar del más alto nivel posible de bienestar físico y 
mental. Para garantizar este derecho, los sistemas de salud deben proporcionar servicios 
accesibles, disponibles, aceptables y de calidad para todas las personas, sin distinción de 
origen o estatus migratorio. De esta forma, el pleno ejercicio del derecho a la salud se ve 
profundamente influido tanto por factores estructurales del sistema sanitario como por 
prácticas sociales y patrones culturales.

En esta línea, la OMS define los determinantes sociales de la salud de la siguiente manera:

Por determinantes sociales de la salud se entienden los determinantes es-
tructurales y las condiciones de vida que son causa de buena parte de las 
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inequidades sanitarias entre los países y dentro de cada país. Se trata en par-
ticular de: la distribución del poder, los ingresos y los bienes y servicios; las 
circunstancias que rodean la vida de las personas, tales como su acceso a 
la atención sanitaria, la escolarización y la educación; sus condiciones de 
trabajo y ocio; y el estado de su vivienda y entorno físico. La expresión «de-
terminantes sociales» resume pues el conjunto de factores sociales, políticos, 
económicos, ambientales y culturales que ejercen gran influencia en el esta-
do de salud. (2009, p. 1)

Así, la OMS propone el siguiente marco conceptual de los determinantes sociales de la 
salud:

Figura 1. Marco conceptual de los determinantes sociales de la salud

DETERMINANTES SOCIALES DE LA SALUD E INEQUIDADES EN MATERIA DE SALUD

Posición social

Contexto
socioeconómico

y político

Gobernanza

Política
(macroeconomía, 

salud, sociedad)

Normas y valores 
culturales y de la 

sociedad

Educación

Occupation

Ingresos

Sexo

Raza/Etnicidad

Circunstancias
materiales

Cohesión social

 Factores psicosociales

Factores conductuales

Factores biológicos

Distribución de la
salud y bienestar

Sistema de atención
de salud

Fuente: Organización Mundial de la Salud. (s.f.).

En suma, diversos factores como la condición migratoria, la falta de información, las 
barreras económicas y la discriminación social limitan el acceso pleno a los servicios de 
salud primarios y comunitarios (OPS, 2022). De este modo, las barreras sociales, cultura-
les, económicas y administrativas, junto con la ausencia de políticas públicas adecuadas, 
afectan el acceso al sistema de atención en salud, lo que genera una fractura entre las 
instituciones prestadoras de servicios sanitarios y la población migrante.

La xenofobia, la falta de atención a problemáticas específicas dentro de esta población, 
los obstáculos en la comunicación, las limitaciones económicas y el desconocimiento del 
funcionamiento del sistema de salud constituyen determinantes clave en la garantía del 
derecho a la salud de las personas migrantes y desplazadas. En este contexto de crecien-
te movilidad humana, el acceso efectivo a los servicios sanitarios enfrenta múltiples de-
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safíos, no solo por la sobrecarga de los sistemas de salud, sino también por la desconfian-
za y estigmatización que pueden experimentar migrantes y desplazados (ACNUR, 2020).

Asimismo, la OIM ha advertido que el proceso migratorio puede implicar riesgos signifi-
cativos para la salud, tales como travesías peligrosas, factores de estrés, situaciones de 
maltrato psicosocial, carencias nutricionales, cambios en los estilos de vida, exposición 
a enfermedades contagiosas y acceso limitado a servicios de atención preventiva de ca-
lidad.

Muchos de estos elementos pueden comprenderse bajo el concepto de violencia, en-
tendida esta como el ejercicio deliberado del poder con el fin de imponer la voluntad 
de unos sobre otros, lo que afecta la vida, la integridad y las libertades de las personas 
(Segato, 2003) . En este sentido, Larizgoitia (2006) sostiene que la violencia constituye un 
problema de salud pública, ya que fenómenos como la violencia armada, la violencia 
psicológica y la inseguridad ciudadana tienen un impacto directo en la salud, muchas 
veces sin quedar registrados en las historias clínicas. Esta problemática se torna especial-
mente crítica en contextos de crisis social o de transformación de los vínculos comunita-
rios (Rodríguez-Arenas, Martín-Ríos y Gil-Borrelli, 2018).

En la misma línea, Velarde y Miranda afirman que «los incidentes de odio, además de ser 
atentados contra los derechos humanos, afectan la salud de quienes los sufren, y estos 
requieren una atención que va más allá del tratamiento de las lesiones físicas» (2025, 
p. 114). Desde esta perspectiva, la xenofobia no solo constituye una forma de violencia, 
sino también un problema de salud pública que vulnera derechos fundamentales. Esta 
cuestión ha sido ampliamente estudiada en relación con otros derechos, como el de la 
educación, en diversas regiones del norte del Perú (Velarde y Miranda, 2025).

Entre las distintas manifestaciones de la violencia, resulta fundamental prestar atención 
específica a la violencia basada en género. La OIM define este fenómeno como

La violencia basada en género es un término que cubre cualquier acto dañino que se 
perpetra contra la voluntad de una persona y que se basa en diferencias socialmente 
atribuidas a hombres y mujeres (es decir, de género). Puede ser físico, sexual, emocional, 
verbal, financiero y/o psicológico. Puede ocurrir en público o en privado y las personas 
de todos los géneros pueden ser víctimas. Afecta desproporcionadamente a las mujeres, 
las niñas y las personas con identidad de género diversa u orientación sexual diversa 
(LGBTI) debido a las desigualdades de género subyacentes. En todo el mundo, se estima 
que una de cada tres mujeres sufrirá abuso físico o sexual en su vida. (s.f.)

Por su parte, la Organización Panamericana de la Salud (OPS) ha señalado que

la violencia contra las mujeres y las niñas constituye una forma de relación 
cotidiana en la vida afectiva y familiar. La violencia como forma de negación 
de derechos de las mujeres y las niñas se asocia a los lugares subordinados 
que ocupan en las relaciones sociales de poder, tanto en el espacio familiar 
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como en los diferentes espacios públicos, tales como la escuela, el trabajo, la 
calle o el sistema de salud. (1993, p. 3)

En el caso específico del contexto de movilidad humana, la OIM remarca que

La migración no causa VBG [violencia basada en género]. Sin embargo, du-
rante su viaje, algunas personas migrantes enfrentan situaciones en las que 
son más vulnerables a la violencia. Numerosos factores influyen en los ries-
gos y vulnerabilidades de una persona a lo largo de su viaje de migración. 
Junto con el género, un factor clave es si la ruta de migración es segura y 
regular. [...] Las rutas de migración inseguras o irregulares aumentan los ries-
gos de violencia basada en género, incluida la trata de personas. Las mujeres 
migrantes, las niñas y las personas LGBTI son seleccionadas como blanco de 
manera desproporcionada por tratantes de personas. [...] En su destino y para 
aquellos que regresan a sus países de origen, otros factores influyen en su 
vulnerabilidad a la violencia de género, incluyendo la inseguridad financiera, 
el conocimiento de sus derechos legales y las habilidades de idiomas. (s.f.)

Frente a esto, la OPS sostiene que

Una concepción integral de salud da cuenta de la complejidad de factores 
de diferente naturaleza biopsicosocial que impactan la calidad de vida de 
los seres humanos. Esta concepción no es solo reparativa o centrada en el 
tratamiento de la enfermedad; se dirige a intervenir en los vínculos sociales 
que los seres humanos establecen entre sí y con el ambiente que impacta la 
salud y la calidad de vida. (1993, p. 4)

De igual manera, esta organización agrega que

La violencia contra las mujeres y las niñas es una violación de los derechos 
humanos y un importante problema de salud pública en las Américas. Aun-
que cualquier mujer puede sufrir violencia, algunos grupos se enfrentan a 
un mayor riesgo de violencia y a obstáculos para acceder al apoyo. En par-
ticular, los contextos humanitarios y de emergencia tienen un mayor riesgo 
de violencia debido a la disminución de la seguridad como resultado de la 
ruptura de las redes sociales y de protección. (s.f.)

En ese sentido, la violencia en general, y en particular la violencia basada en género, 
debe entenderse como un problema de salud pública. Por ello, el sistema de salud des-
empeña un rol fundamental en la atención a las víctimas, no solo desde un enfoque bio-
médico, sino también mediante una comprensión integral del impacto comunitario de la 
violencia. Así lo sostiene la OPS al señalar que «El sistema de salud puede proporcionar 
evaluación y derivación a servicios adicionales, como la atención complementaria de 
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salud mental, así como la derivación a servicios de apoyo en otros sectores, por ejemplo, 
refugios, asistencia legal y servicios de protección» (s.f.).

Valdez-Santiago y Ruiz-Rodríguez (2009), así como Rodríguez y Sedano (2022), han sub-
rayado la importancia de aplicar estrategias metodológicas propias de la salud pública 
para comprender la prevalencia de la violencia en grupos vulnerables y diseñar políticas 
efectivas que mitiguen sus efectos. En este sentido, Valdez-Santiago y Ruiz-Rodríguez 
destacan la necesidad de adaptar los niveles primario, secundario y terciario de atención 
para prevenir y abordar la violencia en estas poblaciones.

Asimismo, Fernández y otros (2024) enfatizan el papel estratégico de los sistemas de salud 
no solo en la atención a las víctimas, sino también en la prevención y el acompañamiento 
continuo. Rodríguez y Sedano (2022) complementan esta perspectiva al señalar que, des-
de la epidemiología incluyente, el reconocimiento de la determinación social de la salud 
permite incorporar una dimensión espacio-temporal situando los procesos de salud, enfer-
medad y muerte dentro de contextos históricos y territoriales específicos (p. 83).

En lo que respecta a la intersección entre movilidad, violencia y salud, el caso peruano 
representa un contexto particularmente relevante. El país se ha convertido en el segundo 
mayor receptor de ciudadanos venezolanos en situación de movilidad, con más de 1,5 
millones de personas que han ingresado bajo diversas modalidades y que se encuen-
tran en situaciones migratorias heterogéneas (R4V, 2024). Frente a esta realidad, resulta 
imperativo que el Estado peruano consolide una institucionalidad robusta, capaz de im-
plementar sistemas de acogida, protección e integración que respondan a la creciente 
demanda de atención por parte de la población migrante y desplazada.

Esta necesidad se torna aún más apremiante si se considera que, según la II Encuesta a 
la Población Venezolana Residente en el Perú (ENPOVE), el 75,3 % de las personas vene-
zolanas encuestadas manifestó su intención de establecerse de manera permanente en 
el país (INEI, 2022). En regiones como Piura, estos desafíos se ven agudizados por limi-
taciones estructurales en la gestión pública, lo cual dificulta la inclusión de poblaciones 
en situación de vulnerabilidad y amplifica los riesgos para su salud y bienestar (Cépeda, 
2025).

En este marco, la presente investigación tiene como objetivo principal analizar cómo 
los determinantes sociales de la salud —como la violencia, la discriminación y la condi-
ción migratoria— afectan el ejercicio del derecho a la salud de las personas migrantes 
y desplazadas de nacionalidad venezolana en la región Piura, con especial énfasis en el 
acceso y uso de los servicios de salud primarios y comunitarios.

Para ello, se buscará identificar los principales determinantes sociales que inciden en 
dicho acceso, para lo cual se prestará especial atención a la violencia estructural, la 
xenofobia y la discriminación. Asimismo, se examinarán las dinámicas de acceso y la 
calidad de la atención brindada en estos servicios, considerando la influencia de dichos 
factores en las experiencias de atención sanitaria. Finalmente, se propondrán estrategias 
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y oportunidades de mejora en los sistemas de salud primarios y comunitarios, orientadas 
a garantizar un ejercicio más equitativo y efectivo del derecho a la salud para la pobla-
ción migrante y desplazada en Piura.

A lo largo del estudio, se analizará el derecho a la salud en diálogo con los estándares 
internacionales en derechos humanos y con las disposiciones de organismos como la 
OMS; se pondrá especial énfasis en el modo en que los determinantes sociales inciden en 
el acceso a servicios de salud de las personas migrantes y desplazadas. Para ello, dichos 
determinantes se examinarán en relación con los cuatro elementos esenciales propues-
tos por el Comité DESC: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad.

Este enfoque permitirá identificar barreras estructurales y factores de vulnerabilidad que 
obstaculizan la garantía efectiva del derecho a la salud. En consecuencia, los hallazgos 
de esta investigación contribuirán a formular estrategias y recomendaciones orientadas 
a fortalecer la respuesta del sistema de salud; para ello se promoverán enfoques inclusi-
vos y equitativos que aseguren el acceso universal a servicios sanitarios, sin distinción de 
nacionalidad o condición migratoria.
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3. Aspectos 
metodológicos
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La presente investigación se planteó como un estudio de tipo exploratorio, en respuesta 
al vacío de información basada en evidencia identificado en las secciones previas. En 
este marco, se propuso analizar en profundidad el caso de la región Piura con el propó-
sito de identificar cuellos de botella, buenas prácticas y oportunidades de mejora en el 
acceso a los servicios de salud por parte de personas migrantes y desplazadas de nacio-
nalidad venezolana.

Para alcanzar este objetivo, se empleó una metodología cualitativa con enfoque etno-
gráfico, la cual permitió aproximarse de manera directa a las experiencias de los distin-
tos actores involucrados (Guber, 2001). La construcción del conocimiento se fundamentó 
en testimonios y vivencias de personas migrantes y desplazadas, autoridades regionales 
y locales, así como personal de salud de distintos niveles. En consecuencia, la estrategia 
metodológica priorizó el trabajo de campo y la interacción directa con los participantes, 
y se orientó hacia la construcción de una descripción densa (Geertz, 2003), que posibilitó 
identificar tanto las prácticas como los imaginarios de los actores analizados.

El enfoque etnográfico adoptado no se limitó a una observación superficial de las diná-
micas sociales, sino que permitió profundizar en los significados culturales, institucio-
nales y simbólicos que subyacen a las prácticas observadas, así como en los discursos 
recogidos a través de entrevistas y testimonios. Esta aproximación metodológica buscó, 
por tanto, comprender de manera profunda e inmersiva la problemática abordada, par-
ticularmente en lo que concierne al impacto de la violencia en escenarios ocultos, silen-
ciados o difíciles de aprehender mediante enfoques tradicionales.

No obstante, es necesario señalar que, si bien el enfoque etnográfico enfatiza la cons-
trucción relacional del conocimiento con los sujetos en el campo (Guber, 2004), esta 
investigación no desarrolló una etnografía en sentido estricto, ni este informe presenta 
las características propias de un trabajo etnográfico exhaustivo. Esta decisión responde 
a diversas limitaciones, entre ellas el tiempo y los recursos disponibles, que impidieron la 
realización de un trabajo de campo sostenido, tal como lo exige la etnografía como mé-
todo. Además, por su orientación, este informe está dirigido a la incidencia en tomadores 
de decisiones y al fortalecimiento de asociaciones de base, más que a la elaboración de 
un documento académico detallado desde una perspectiva disciplinar clásica.
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Tabla 2. Matriz metodológica

Pregunta principal
¿De qué manera los determinantes sociales de la salud, tales como la violencia, la discrimina-
ción y la condición migratoria, inciden en el derecho a la salud de las personas migrantes y des-
plazadas, con énfasis en la nacionalidad venezolana, en la región Piura, con especial atención 
en los servicios primarios y comunitarios de salud?

Preguntas secundarias
¿Cuáles son los principales determinantes sociales de la salud que afectan el acceso a los servicios 
primarios y comunitarios de salud de la población migrante y desplazada en la región Piura?

Información o recurso Actores Lugares / Espacios Técnicas Instrumentos Herramientas
Experiencia migratoria y 
de desplazamiento en la 
región Piura de personas de 
nacionalidad venezolana

NNA de educación 
secundaria de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Colegios Dinámica 
participativa

Guía de dinámica 
participativa

Cuaderno, 
lapicero, 
papelógrafo, 
cartulinas 
de colores, 
plumones

Personas migrantes 
y desplazadas de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Determinantes sociales 
de la salud de personas de 
nacionalidad venezolana en 
la región Piura
Situación de los servicios 
primarios y comunitarios de 
salud en la región Piura a 
donde asisten personas de 
nacionalidad venezolana

Autoridades regionales y 
provinciales de la región 
Piura involucradas en 
los temas de salud y 
desarrollo social

Oficinas públicas Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Personal de salud de 
los centros primarios y 
comunitarios de atención 
de la región Piura a donde 
asisten personas de 
nacionalidad venezolana

Centros primarios 
y comunitarios de 
atención

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

¿Cuáles son los principales determinantes sociales de la salud que afectan el acceso a los servicios 
primarios y comunitarios de salud de la población migrante y desplazada en la región Piura?

Información o recurso Actores Lugares / Espacios Técnicas Instrumentos Herramientas

Experiencia migratoria y 
de desplazamiento en la 
región Piura de personas de 
nacionalidad venezolana

NNA de educación 
secundaria de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Colegios Dinámica 
participativa

Guía de dinámica 
participativa

Cuaderno, 
lapicero, 
papelógrafo, 
cartulinas 
de colores, 
plumones

Personas migrantes 
y desplazadas de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Determinantes sociales 
de la salud de personas de 
nacionalidad venezolana en 
la región Piura
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Situación de los servicios 
primarios y comunitarios de 
salud en la región Piura a 
donde asisten personas de 
nacionalidad venezolana

Autoridades regionales y 
provinciales de la región 
Piura involucradas en 
los temas de salud y 
desarrollo social

Oficinas públicas Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Personal de salud de 
los centros primarios y 
comunitarios de atención 
de la región Piura a donde 
asisten personas de 
nacionalidad venezolana

Centros primarios 
y comunitarios de 
atención

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

¿Cuál es la relación entre los determinantes sociales de la salud y los principios de disponibilidad, 
accesibilidad, aceptabilidad y calidad en la atención de los servicios primarios y comunitarios 
para esta población?

Información o recurso Actores Lugares / Espacios Técnicas Instrumentos Herramientas

Situación de disponibilidad 
y accesibilidad a la atención 
en los servicios de salud 
primarios y comunitarios 
por parte de personas de 
nacionalidad venezolana en 
la región Piura

Padres, madres y 
cuidadores de NNA de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Docentes y autoridades 
educativas responsables 
de NNA de nacionalidad 
venezolana residentes en 
la región Piura

Colegios, oficinas 
públicas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Personas migrantes 
y desplazadas de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Dinámicas de aceptabilidad 
de la atención en los 
servicios de salud primarios 
y comunitarios por parte de 
personas de nacionalidad 
venezolana en la región Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Dinámicas de aceptabilidad 
de la atención en los 
servicios de salud primarios 
y comunitarios por parte de 
personas de nacionalidad 
venezolana en la región Piura

Centros primarios 
y comunitarios de 
atención

Observación no 
participante

Guía de 
observación + 
Consentimiento 
de uso de imagen

Cuaderno, 
lapicero, cámara 
fotográfica

Percepciones sobre la 
calidad de la atención en los 
servicios de salud primarios 
y comunitarios por parte de 
personas de nacionalidad 
venezolana en la región Piura
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Considerando los determinantes sociales que afectan a la población migrante y desplazada en la 
región Piura, ¿qué estrategias y oportunidades de mejora se pueden implementar para garantizar 
la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los servicios primarios y comunitarios 
de salud? 

Información o recurso Actores Lugares / Espacios Técnicas Instrumentos Herramientas
Estrategias de disponibilidad, 
accesibilidad y aceptabilidad 
a la atención en los servicios 
de salud primarios y 
comunitarios por parte de 
personas de nacionalidad 
venezolana en la región Piura

Autoridades regionales y 
provinciales de la región 
Piura involucradas en 
los temas de salud y 
desarrollo social

Oficinas públicas Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Personal de salud de 
los centros primarios y 
comunitarios de atención 
de la región Piura a donde 
asisten personas de 
nacionalidad venezolana

Centros primarios 
y comunitarios de 
atención

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Sugerencias sobre la 
calidad de la atención en los 
servicios de salud primarios 
y comunitarios por parte de 
personas de nacionalidad 
venezolana en la región Piura

Personas migrantes 
y desplazadas de 
nacionalidad venezolana 
residentes en la región 
Piura

Asociaciones y 
viviendas

Entrevistas en 
profundidad

Guía de entrevista 
+ Consentimiento 
informado

Cuaderno, 
lapicero, 
grabadora de voz

Paralelamente, dado que el estudio analiza las barreras que enfrentan personas migran-
tes en el ejercicio de su derecho a la salud en un contexto de alta vulnerabilidad a la 
violencia, la estrategia metodológica se enmarcó también en la propuesta de epidemio-
logía incluyente, desarrollada por Berenice Rodríguez y Ana Sedano (2022). Según estas 
autoras, dicho enfoque permite analizar el impacto de la violencia en la salud individual 
y colectiva a partir de los siguientes principios:

→ Estudia procesos y no solamente enfermedades o muertes

 → Estudia el daño evitable y sus efectos colectivos y territoriales

 → Analiza contextos desde la multidimensionalidad

 → Reconoce la desigualdad y la exclusión como referentes

 → Estudia escenarios de riesgo en lugar de factores de riesgo

 → Estudia modos de vida y no solo estilos de vida

 → Se refiere a los espacios como lugares en movimiento, como espacios creadores

 → Reconoce la importancia de conocer la dimensión histórica en los fenómenos socia-
les que se están estudiando

 → Identifica la causalidad estructural

 → Propone no solo la identificación de los riesgos y daños, sino también las acciones 
para limitarlos
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Desde esta perspectiva, la epidemiología incluyente no solo permite comprender la vio-
lencia como un problema de salud pública, sino también identificar los determinantes 
sociales que configuran la salud de individuos y colectividades. Esta mirada posibilita 
contrastar las experiencias locales con los principios normativos que sustentan el dere-
cho a la salud, y contribuye así a una comprensión más integral del fenómeno.

En este marco, la investigación se planteó las siguientes preguntas de investigación:

Pregunta general

¿De qué manera los determinantes sociales de la salud, tales como la violencia, la dis-
criminación y la condición migratoria, inciden en el derecho a la salud de las personas 
migrantes y desplazadas, con énfasis en la nacionalidad venezolana, en la región Piura, 
con especial atención en los servicios primarios y comunitarios de salud?

Preguntas secundarias

 → ¿Cuáles son los principales determinantes sociales de la salud que afectan el acceso 
a los servicios primarios y comunitarios de salud de la población migrante y despla-
zada en la región Piura?

 → ¿Cuál es la relación entre los determinantes sociales de la salud y los principios de 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad en la atención de los servicios 
primarios y comunitarios para esta población?

 → Considerando los determinantes sociales que afectan a la población migrante y des-
plazada en la región Piura, ¿qué estrategias y oportunidades de mejora se pueden 
implementar para garantizar la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad 
de los servicios primarios y comunitarios de salud?

A lo largo del estudio se mantuvieron altos estándares éticos, dado que el proyecto im-
plicó el trabajo con personas en situación de vulnerabilidad. En tal sentido, se observó el 
cumplimiento riguroso de los principios fundamentales de la ética en investigación con 
seres humanos, entre ellos: el respeto por las personas, la beneficencia y no maleficen-
cia, la justicia, la integridad científica y la responsabilidad. Estos principios están estable-
cidos por el Comité de Ética de la Investigación de la Pontificia Universidad Católica del 
Perú (Oficina de Ética de la Investigación e Integridad Científica, 2017).

Asimismo, se siguieron los lineamientos propuestos por el Departamento de Ciencias So-
ciales de la misma universidad, referidos a la ética en investigaciones interdisciplinarias, 
particularmente aquellas orientadas a la acción social (Ames y Merino, 2019).

Para garantizar la protección de los participantes, se empleó un formato de consenti-
miento informado que detallaba sus derechos e incluía el resguardo de su identidad al 
momento de compartir sus testimonios, salvo en los casos en que se solicitara y autori-
zara expresamente lo contrario. Durante el proceso de consentimiento, se explicaron los 
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objetivos y alcances del estudio, su duración y la naturaleza de la información que sería 
recopilada.

La participación fue completamente voluntaria en todo momento, al igual que la auto-
rización para grabar entrevistas. Además, se respetó el derecho de cada persona a reti-
rarse del estudio si así lo deseaba, sin necesidad de justificación. En el caso de NNA, se 
utilizaron formatos de asentimiento informado, los cuales fueron complementados con 
el consentimiento por parte de sus padres, madres o cuidadores responsables.
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4. Hallazgos 
del estudio
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4.1. Determinantes sociales que afectan el acceso a la salud en 
población migrante y desplazada venezolana en Piura

Según la información recopilada durante las entrevistas y observaciones realizadas, así 
como durante los talleres sobre violencia escolar desarrollados, los principales determi-
nantes sociales de la salud que inciden en el acceso a servicios por parte de la población 
migrante y desplazada venezolana en Piura se agrupan en dos grandes categorías: deter-
minantes estructurales y determinantes de las condiciones de vida.

DETERMINANTES ESTRUCTURALES

• Estatus migratorio y documentación
Las integrantes de la Asociación Venezolana Líderes Resilientes señalaron que exis-
ten barreras significativas para acceder a servicios de salud, especialmente cuando 
no se cuenta con documentos migratorios regulares (como el carné de extranjería 
o el SIS). Esta barrera administrativa constituye un impedimento formal y estructu-
ral que restringe el acceso al sistema público de salud. Los hallazgos del trabajo 
de campo refuerzan esta problemática: en el Centro de Salud Mental Comunitario 
Las Dalias, se identificó que los medicamentos solo se entregan a pacientes con SIS 
porque debe generarse un registro en el sistema, y se excluye directamente a los 
migrantes sin documentación del acceso a medicamentos psiquiátricos esenciales.

• Gobernanza y políticas públicas
La debilidad institucional y la fragmentación de servicios se evidencian en que los 
sistemas existentes responden de forma principalmente reactiva a los problemas 
(como la violencia o la salud mental) Por ejemplo, en el ámbito judicial, la Fis-
calía Especializada en Violencia contra la Mujer enfrenta limitaciones críticas de 
infraestructura, con espacios inadecuados para la toma de declaraciones y solo dos 
cámaras Gesell disponibles en toda la región, lo que genera demoras de meses para 
programar declaraciones. Mientras que en términos de estrategias preventivas la 
situación tampoco difiere; así, en el sector salud mental, los CSMC operan con res-
tricciones administrativas que fueron planteadas por la Resolución Ministerial N. ° 
574-2017-MINSA de fines de 2023, las cuales limitan su capacidad de intervención 
directa, pues requieren derivaciones obligatorias que contradicen su mandato co-
munitario original.

• Conceptualización de la salud como servicio y no como derecho
Uno de los entrevistados observó que, a diferencia de la educación —percibida por 
el personal docente como un derecho universal—, la salud se concibe más como 
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un servicio que como un derecho. Esta diferencia conceptual se manifiesta con-
cretamente en las restricciones burocráticas identificadas en el trabajo de campo. 
Los CSMC, que inicialmente atendían casos derivados de distintas instituciones sin 
solicitar documentación, fueron posteriormente limitados por la Resolución Minis-
terial 574-2017-MINSA a atender únicamente derivaciones de centros de salud de 
primera línea, lo que restringía el enfoque de derecho que caracterizaba su trabajo 
inicial.

• Desarticulación interinstitucional
El trabajo de campo evidencia una fragmentación crítica entre instituciones. No 
existe un documento de cooperación entre el Hospital de Paita, único hospital de 
la región con una Unidad de Salud Mental y Adicciones (con solo cinco camas en 
dicha área) y el hospital especializado San Juan de Dios en Piura, lo que limita las 
opciones de derivación para casos graves. Asimismo, en el ámbito judicial, la nueva 
Ley N.º 32291, Ley que modifica el Decreto Legislativo N.º 1186, Decreto Legisla-
tivo que regula el uso de la fuerza por parte de la Policía Nacional del Perú, para 
precisar el uso de armas letales y no letales e incorporar el uso de armas de fuego 
en caso de flagrante delito, ha generado retrasos en investigaciones preliminares 
debido a la obligatoriedad de la presencia fiscal en acciones policiales, lo cual evi-
dencia la falta de coordinación intersectorial.

DETERMINANTES DE LAS CONDICIONES DE VIDA

• Condiciones socioeconómicas precarias
Las zonas donde se realizaron las entrevistas presentan altos niveles de pobreza, 
informalidad y vulnerabilidad. Estas condiciones afectan tanto a la población lo-
cal como a las personas en situación de movilidad, aunque con un impacto po-
tencialmente mayor en estas últimas. Las limitadas condiciones materiales de vida 
—como el empleo informal y precario— restringen el tiempo y los recursos dis-
ponibles para acceder a servicios de salud. El trabajo de campo reveló que en los 
CSMC existe un reconocimiento diferenciado e insuficiente de pagos (12 soles por 
visita domiciliaria), lo que sobrecarga innecesariamente a los trabajadores y limita 
la sostenibilidad de la atención comunitaria.

Los talleres realizados revelan cómo las condiciones socioeconómicas precarias se 
manifiestan como causas estructurales de violencia escolar. Los estudiantes de se-
cundaria identificaron que las «familias pobres», «no les [a sus hijos] dan comida en 
su hogar» y «el agresor sufre maltrato en su casa», hechos que constituyen factores 
determinantes en la generación de dinámicas violentas. Esta percepción estudiantil 
confirma la interrelación entre precariedad socioeconómica familiar y manifesta-
ciones de violencia que posteriormente impactan en la salud mental de NNA.
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• Déficit de información accesible y oportuna
De acuerdo con las entrevistas a organizaciones de base, la mayoría de la informa-
ción útil para acceder a servicios proviene de redes comunitarias o de organizacio-
nes no gubernamentales (ONG), lo que evidencia la debilidad de los canales ofi-
ciales de información sobre derechos y servicios disponibles. Esta carencia afecta 
particularmente a personas recién llegadas o con redes sociales limitadas, y consti-
tuye un determinante social vinculado a la distribución desigual del conocimiento 
como recurso para la salud. Los hallazgos del trabajo de campo muestran que exis-
te una fuerte estigmatización hacia los servicios de salud mental. Esta comienza 
dentro del mismo sector salud y se extiende a la población, que no reconoce las 
enfermedades mentales como tales, lo que evidencia la necesidad de estrategias 
informativas especializadas.

• Violencia basada en género
Aunque no se reportó una incidencia diferenciada en la población migrante, la vio-
lencia de género se identificó como un problema significativo. Los Centros de Emer-
gencia Mujer (CEM) mantienen vínculos con organizaciones de la sociedad civil que 
intentan suplir la falta de voluntad política y la debilidad institucional. El trabajo 
de campo aporta una perspectiva crítica sobre la respuesta institucional. Aunque 
la Fiscalía Especializada en Violencia contra la Mujer reporta «buenas coordinacio-
nes» con la Policía Nacional del Perú (PNP), se identifican sesgos problemáticos en 
la percepción de casos, como la atribución de decisiones «impulsivas» a las mujeres 
víctimas y la sugerencia de que deberían «esperar al menos un día» para decidir 
sobre su denuncia.

Los talleres realizados evidencian manifestaciones tempranas de violencia de gé-
nero en entornos educativos. Los estudiantes de 4.° de primaria identificaron en 
las imágenes situaciones donde «un niño le jala el cabello a una niña», y asociaron 
estas conductas con patrones aprendidos en el hogar: «ven que su papá le jala el 
cabello a su mamá». Esta percepción infantil revela la normalización intergene-
racional de violencia de género y su reproducción en espacios educativos, lo cual 
constituye un determinante social que requiere intervención preventiva temprana.

• Ausencia de enfoques de derechos humanos e interculturalidad
Las capacitaciones brindadas al personal de salud y a promotores comunitarios se 
han centrado exclusivamente en temas biomédicos, sin incluir enfoques de dere-
chos humanos, género o interculturalidad. Esta limitación se confirma en el trabajo 
de campo, donde el personal de salud mental carece de capacitaciones en enfo-
ques diferenciados. Asimismo, la rotación constante del personal policial, que re-
quiere capacitaciones continuas, evidencia la falta de institucionalización de estos 
enfoques en la formación profesional.

El trabajo de campo revela la ausencia de enfoques interculturales en la compren-
sión estudiantil de la violencia escolar. Los estudiantes identificaron como causas 
de exclusión y violencia factores como «color de piel», «hablan diferente», «puede 
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ser de otro país» y «por su nacionalidad». Estos evidencian la presencia de discrimi-
nación por origen nacional, lo que afecta particularmente a la población migran-
te venezolana. Esta perspectiva estudiantil confirma la necesidad de implementar 
enfoques interculturales tanto en la formación docente como en las estrategias de 
convivencia escolar.

• Violencia en entornos educativos
Las entrevistas revelan un panorama preocupante respecto a la violencia escolar. El 
sistema de denuncias SíseVe es percibido como insuficiente: no ofrece orientación 
técnica ni apoyo especializado, y suele utilizarse solo por cumplimiento; no facilita 
una verdadera prevención o intervención. Esta situación se ve agravada por la falta 
de seguimiento por parte de la Dirección Regional de Educación y las Unidades de 
Gestión Educativa Local (UGEL), lo que deja la gestión de los casos de violencia en 
manos de las propias escuelas, sin acompañamiento técnico ni emocional.

Este contexto impacta directamente en el bienestar socioemocional de NNA mi-
grantes, quienes pueden estar expuestos a una mayor vulnerabilidad. La violencia 
en entornos educativos constituye un determinante social crítico, especialmente 
si se considera que muchos docentes no cuentan con capacitación adecuada para 
identificar ni manejar situaciones de riesgo en el aula, como señaló el representan-
te de Plan International en Piura.

Los talleres del trabajo de campo proporcionan evidencia directa sobre las caracte-
rísticas y consecuencias de la violencia escolar desde la perspectiva de los propios 
estudiantes. Los hallazgos revelan una comprensión sofisticada del fenómeno por 
parte de NNA, quienes identifican múltiples modalidades de violencia: física (em-
pujones, peleas), psicológica (burlas, humillación), exclusión social y ciberbullying. 
Particularmente significativo es que los estudiantes reconocen consecuencias gra-
ves de la violencia escolar, entre las que se incluyen «suicidio», «depresión», «baja 
autoestima» y «maltrato psicológico». Es evidente que estas tienen un impacto di-
recto en la salud mental.

Los estudiantes también demuestran conocimiento sobre estrategias de interven-
ción al proponer «avisar a la directora o profesor», «hablar con los papás», «defen-
derlo» y «contarle a un adulto». Sin embargo, la recurrencia de estas respuestas 
sugiere que, pese a conocer los canales formales, los estudiantes requieren mayor 
orientación sobre mecanismos efectivos de prevención y respuesta. Los talleres evi-
dencian que la violencia escolar constituye un determinante social complejo que 
requiere un abordaje integral, pues se considera que afecta de manera diferenciada 
a estudiantes migrantes, quienes enfrentan factores adicionales de vulnerabilidad.

Este escenario se torna más preocupante debido a los hallazgos del segundo tra-
bajo de campo, que revelan una perspectiva inquietante desde el sector justicia. 
La Fiscalía reporta que, cuando los casos de violencia escolar son denunciados 
por adolescentes, estos frecuentemente no quieren continuar el proceso. Ello se 
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interpreta como posibles «venganzas» contra tutores o auxiliares, y evidencia una 
comprensión limitada de las dinámicas de poder y vulnerabilidad en contextos edu-
cativos.

• Limitaciones en salud mental comunitaria
El segundo trabajo de campo identifica determinantes específicos que afectan el 
acceso a servicios de salud mental. Los CSMC enfrentan desabastecimiento farma-
cológico, problemas de infraestructura (incluidos sistemas eléctricos deficientes 
que afectan la conservación de medicamentos), falta de personal especializado 
(trabajadores sociales, personal de admisión y limpieza) y restricciones para inter-
namientos que generan listas de espera en el único hospital disponible (Paita).

El tercer trabajo de campo aportó una perspectiva crítica sobre las limitaciones en 
salud mental desde la experiencia estudiantil. Los talleres revelan que NNA poseen 
conocimiento sobre consecuencias psicológicas de la violencia (depresión, baja au-
toestima, pensamientos suicidas), pero sus estrategias de respuesta se centran prin-
cipalmente en figuras de autoridad (directores, padres, profesores) y no mencionan 
servicios especializados de salud mental. Esta brecha evidencia la desconexión en-
tre las necesidades de salud mental identificadas por los propios estudiantes y la 
disponibilidad o el conocimiento sobre servicios especializados. Esto confirma las 
limitaciones estructurales de acceso a atención psicológica en el ámbito educativo.

Estos determinantes configuran un escenario complejo y multidimensional, en el que el 
acceso a servicios primarios y comunitarios de salud para la población migrante venezo-
lana se ve comprometido por factores estructurales y condiciones de vida interrelaciona-
das que operan desde el nivel normativo hasta la implementación concreta de servicios 
especializados. Los hallazgos del tercer trabajo de campo confirman que la violencia en 
entornos educativos constituye un determinante social crítico que impacta directamente 
en la salud mental de NNA, con efectos diferenciados para la población migrante que 
enfrenta factores adicionales de vulnerabilidad y discriminación.
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4.2. Impacto de los determinantes sociales en los principios de 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los 
servicios de salud para población migrante venezolana en 
Piura

Los determinantes sociales de la salud identificados en ambos trabajos de campo guar-
dan una relación directa y significativa con el cumplimiento de los principios de disponi-
bilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad (AAAC) en la atención de los servicios de 
salud primarios y comunitarios dirigidos a la población migrante venezolana. Esta rela-
ción pone en evidencia cómo los factores estructurales y las condiciones de vida inciden 
de manera concreta en la experiencia cotidiana de acceso y atención en salud.

DISPONIBILIDAD

La relación entre los determinantes sociales estructurales y la disponibilidad de servicios 
se evidencia principalmente en las limitaciones para asignar recursos a programas clave 
como los CEM y el área de Convivencia Escolar de la Dirección Regional de Educación. El 
segundo trabajo de campo profundiza esta problemática revelando restricciones críticas 
en múltiples sectores. En salud mental, los CSMC enfrentan desabastecimiento farma-
cológico sistemático, falta de materiales, equipos de cómputo, personal especializado 
y medicamentos esenciales. La disponibilidad de servicios de internamiento es extrema-
damente limitada, con solo cinco camas disponibles en el Hospital de Paita para toda la 
región, lo que genera listas de espera permanentes.

Los talleres realizados revelan una limitación crítica en la disponibilidad de servicios 
especializados de salud mental en el ámbito educativo. A pesar de que los estudiantes 
demuestran conocimiento sofisticado sobre las consecuencias psicológicas de la violen-
cia escolar (identifican depresión, baja autoestima, pensamientos suicidas), sus estrate-
gias de respuesta se centran exclusivamente en figuras de autoridad (directores, padres, 
profesores); no mencionan servicios especializados de salud mental. Esta brecha evi-
dencia la desconexión entre las necesidades de atención psicológica identificadas por 
los propios estudiantes y la disponibilidad real de servicios especializados en el sistema 
educativo, lo que confirma las limitaciones estructurales que afectan particularmente a 
estudiantes migrantes.

La dependencia histórica de ONG para cubrir brechas en la oferta pública se ha visto compro-
metida por el cierre de organizaciones como CARE Perú, tras el cierre del programa USAID. 
Ello ha debilitado aún más la capacidad instalada para brindar atención especializada.

ACCESIBILIDAD

Los determinantes sociales vinculados a la distribución del poder, los recursos y las con-
diciones de vida inciden de manera directa en las diversas dimensiones de la accesibili-
dad a los servicios de salud.
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• Accesibilidad jurídica
La normativa nacional establece que el acceso al sistema de salud pública requiere 
documentación migratoria regular, lo que constituye una barrera jurídico-adminis-
trativa que excluye formalmente a quienes no cuentan con carné de extranjería u 
otros documentos oficiales requeridos por la legislación vigente. Esta restricción 
legal se materializa en procedimientos administrativos específicos que afectan par-
ticularmente los servicios de salud mental, donde los medicamentos psiquiátricos 
solo se dispensan a pacientes registrados en el SIS, excluyendo automáticamente 
a migrantes sin documentación regular del acceso a tratamientos farmacológicos 
esenciales, independientemente de la urgencia médica de su condición. 

• Accesibilidad geográfica y temporal
Las restricciones de derivación en salud mental limitan el acceso geográfico, espe-
cialmente para casos que requieren internamiento. Asimismo, la no obligatoriedad 
de presencia fiscal en acciones policiales, establecida por la nueva ley de función 
policial, genera barreras temporales adicionales para el acceso a la justicia.

• Accesibilidad informativa
La dependencia de redes comunitarias y de ONG para obtener información sobre 
los servicios disponibles pone en evidencia las deficiencias en los canales oficiales 
de comunicación. Esta situación limita el conocimiento necesario para ejercer el 
derecho a la salud, especialmente entre quienes recién llegan al país o carecen de 
redes de apoyo. El trabajo de campo revela que la estigmatización hacia la salud 
mental comienza dentro del propio sector salud, lo que crea barreras informativas 
específicas. Los pacientes expresan resistencia a ser diagnosticados («vengo para 
no enfermarme»), lo cual evidencia la necesidad de estrategias comunicativas es-
pecializadas para población migrante.

El trabajo de campo muestra limitaciones específicas en la accesibilidad informati-
va sobre derechos y servicios de protección para estudiantes migrantes. Los talleres 
revelan que, aunque los estudiantes conocen estrategias básicas de intervención 
ante violencia escolar («avisar a la directora», «hablar con los papás»), existe una 
brecha significativa entre este conocimiento y el acceso a información sobre dere-
chos específicos, mecanismos de protección especializada y servicios de atención 
integral. Esta limitación informativa afecta particularmente a estudiantes migran-
tes, quienes requieren información especializada sobre protección contra discrimi-
nación y xenofobia.

• Accesibilidad económica
Las condiciones de precariedad socioeconómica —determinadas por la informali-
dad laboral, la inestabilidad de ingresos y la vulnerabilidad habitacional— reducen 
la capacidad de las personas migrantes para costear servicios privados cuando la 
oferta pública resulta insuficiente o inaccesible. De esta manera, en múltiples en-
trevistas se menciona como una “suerte” o “privilegio” tener algún tipo de víncu-
lo laboral formal que permita el acceso a seguros privados. De igual manera, las 
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personas entrevistadas identifican como un costo exorbitante el acceso a seguro 
privados de salud. Finalmente, si bien en un número menor, diversas personas men-
cionan como una opción más económica, frente a los costos de atención en salud 
en el Perú, el retorno a Venezuela.

• No discriminación
La discriminación hacia personas venezolanas en centros de salud constituye una 
barrera simbólica y práctica para el acceso equitativo a los servicios. Este obstácu-
lo, de carácter cultural y estructural, revela cómo las relaciones de poder y los es-
tigmas sociales pueden materializarse en prácticas de exclusión dentro del sistema 
de salud.

Los talleres realizados proporcionan evidencia directa sobre manifestaciones de 
discriminación en entornos educativos que limitan el acceso equitativo a una edu-
cación libre de violencia para estudiantes migrantes. Los participantes identificaron 
la exclusión y violencia hacia compañeros por factores como «color de piel», «ha-
blan diferente», «puede ser de otro país» y «por su nacionalidad», lo cual evidencia 
barreras discriminatorias que comprometen el acceso a espacios educativos segu-
ros y, por extensión, a servicios de salud mental escolar para población migrante 
venezolana.

ACEPTABILIDAD

La relación entre los determinantes sociales de carácter cultural y político y la acepta-
bilidad de los servicios de salud se manifiesta, en primer lugar, en la ausencia de enfo-
ques interculturales en la atención. Esta carencia responde a que las capacitaciones al 
personal de salud se centran exclusivamente en contenidos biomédicos, lo cual limita la 
capacidad institucional para ofrecer servicios culturalmente pertinentes y sensibles a las 
particularidades de la población migrante.

Asimismo, la aceptabilidad de los servicios de salud mental se ve comprometida por la 
convergencia de tres factores interrelacionados que operan desde el nivel conceptual 
hasta la implementación práctica. En primer lugar, la concepción de la salud entendida 
predominantemente como un servicio y no como un derecho establece un marco con-
ceptual restrictivo que orienta las políticas y prácticas institucionales, lo que limita la 
aceptabilidad de la atención desde una perspectiva de derechos humanos.

Este marco conceptual se materializa concretamente en las restricciones administrativas 
impuestas a los CSMC desde fines del 2023, las que eliminaron su capacidad de interven-
ción directa comunitaria y los limitaron a atender únicamente derivaciones. Ello conllevó 
a contradecir los principios de atención comunitaria en salud mental y a reducir la acep-
tabilidad de los servicios desde una perspectiva de derechos.

Esta problemática estructural se ve agravada por la estigmatización sistemática hacia 
los servicios psiquiátricos y psicológicos, que constituye una barrera cultural significativa 
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originada dentro del propio sector salud y que compromete la aceptabilidad de estos 
servicios para toda la población, con un impacto potencialmente mayor en población 
migrante, que enfrenta vulnerabilidades adicionales y puede experimentar estas barre-
ras de manera amplificada.

Por otro lado, la aceptabilidad de los servicios se ve comprometida por un abordaje frag-
mentado e inadecuado de la violencia, que opera tanto en el nivel educativo como ju-
dicial, lo que evidencia la ausencia de enfoques de derechos humanos en la respuesta 
institucional integral. En el ámbito educativo, el manejo de situaciones de violencia en 
entornos escolares recae casi exclusivamente en las propias escuelas, muchas veces apo-
yadas de manera informal por practicantes de psicología o voluntarios. Esta forma de 
abordaje, desvinculada de un acompañamiento institucional sostenido y técnico, resulta 
poco aceptable desde un enfoque de derechos de la niñez y adolescencia, lo cual afecta 
particularmente a los NNA migrantes que enfrentan mayores condiciones de vulnerabi-
lidad.

Adicionalmente, los talleres realizados evidencian limitaciones específicas en la acep-
tabilidad de las respuestas institucionales ante violencia escolar desde la perspectiva 
estudiantil. Aunque los estudiantes reconocen la importancia de «hablar con los niños 
para que no lo hagan» y proponen estrategias como «jugar con la niña e interactuar» 
para promover inclusión, sus recomendaciones revelan una brecha entre las expectativas 
de respuesta integral y la oferta institucional disponible. Los estudiantes de secundaria 
mencionaron la necesidad de «cursos de psicología», «charlas para todos», «confianza 
entre todos» y «afiches en el aula», lo cual evidencia demandas por estrategias preven-
tivas y de acompañamiento que no encuentran respuesta adecuada en el sistema edu-
cativo actual, especialmente para estudiantes migrantes que enfrentan discriminación 
adicional.

Esta problemática se reproduce y amplifica en el nivel judicial, donde los sesgos iden-
tificados en el discurso fiscal (atribución de «impulsividad» a las decisiones de mujeres 
víctimas, cuestionamiento a la calidad técnica de los CEM e interpretación de las de-
nuncias de adolescentes como posibles «venganzas» contra tutores o auxiliares) eviden-
cian marcos conceptuales que comprometen la aceptabilidad de los servicios de justicia 
desde enfoques de género y derechos humanos. La desconexión entre ambos niveles 
de respuesta genera un sistema de desprotección que afecta especialmente a los NNA 
migrantes, quienes pueden experimentar violencia en contextos educativos sin recibir 
una respuesta adecuada desde el sistema escolar y, posteriormente, enfrentar barreras 
adicionales de comprensión y aceptabilidad en el sistema de justicia.

CALIDAD

Los determinantes sociales impactan directamente en la calidad de los servicios de salud 
a través de múltiples dimensiones. Uno de los principales hallazgos es la identificación 
de un trato deficiente y generalizado por parte del personal de salud física, situación que 



Barreras de acceso y pertinencia en servicios de salud primaria y comunitaria

40

se agrava en el caso de la población migrante venezolana, quienes reportan experien-
cias de desatención y discriminación. Además, la ausencia de un enfoque integral que 
incorpore dimensiones psicosociales, culturales y de derechos humanos en la atención 
compromete seriamente la calidad de los servicios, y reduce su capacidad para respon-
der a las necesidades complejas de una población en situación de vulnerabilidad.

En salud mental, la falta de medicamentos para contrarrestar efectos secundarios co-
nocidos de fármacos psiquiátricos compromete directamente la calidad técnica de la 
atención. Los problemas de infraestructura (sistemas eléctricos deficientes que afec-
tan la conservación de medicamentos refrigerados) representan riesgos para la calidad 
farmacológica. Asimismo, los problemas de personal identificados en los CSMC (falta 
de trabajadores sociales, personal de admisión, personal de limpieza) comprometen la 
integralidad de la atención; la sobrecarga administrativa (documentación extensa para 
pagos de visitas domiciliarias) desvía recursos profesionales de la atención directa; y 
las limitaciones de derivación y la falta de coordinación interinstitucional (ausencia de 
convenios entre hospitales especializados) comprometen la continuidad de la atención, 
especialmente para casos complejos que requieren seguimiento especializado.

Los talleres del revelan limitaciones específicas en la calidad de la respuesta educati-
va ante violencia escolar que afectan particularmente a estudiantes migrantes. A pe-
sar de que los estudiantes demuestran comprensión sofisticada sobre las dinámicas de 
violencia y sus consecuencias (identifican correctamente el bullying físico, psicológico, 
la exclusión social y el ciberbullying), la calidad de la respuesta institucional se ve com-
prometida por la ausencia de enfoques preventivos integrales. Los estudiantes proponen 
estrategias de convivencia positiva como «no hacer desorden», «no fastidiar a las demás 
personas», «dibujar con mis compañeros» y «hablando con mis compañeros», lo que evi-
dencia la necesidad de intervenciones que promuevan la inclusión y el respeto a la diver-
sidad, especialmente relevante para estudiantes migrantes que enfrentan discriminación 
por origen nacional.

La calidad de la atención también se ve comprometida por la falta de seguimiento es-
pecializado en casos de violencia escolar. Los estudiantes identifican consecuencias 
graves como «suicidio», «depresión», «baja autoestima» y «maltrato psicológico», pero 
la respuesta institucional se limita a derivar estos casos a figuras de autoridad sin un 
acompañamiento psicosocial integral que considere las particularidades culturales y de 
vulnerabilidad de la población migrante.

En ese sentido, la respuesta predominantemente reactiva en lugar de preventiva, evi-
denciada tanto en salud como en justicia y a nivel educativo, compromete la calidad 
integral de los servicios. El caso exitoso reportado en el CSMC Las Dalias (paciente con 
esquizofrenia que logró tener una vida independiente) ilustra el potencial de interven-
ciones comunitarias integrales que actualmente se ven limitadas por restricciones admi-
nistrativas. En el ámbito escolar, esto se evidencia principalmente al no abordar de forma 
efectiva los factores que afectan el bienestar socioemocional de NNA, especialmente 
aquellos en situación de movilidad.
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Los talleres confirman esta problemática al evidenciar que, aunque los estudiantes pro-
ponen estrategias preventivas como «hacer campañas sobre cómo tratar el bullying» y 
«diálogo», la implementación de estas estrategias carece de un marco integral que con-
sidere las necesidades específicas de estudiantes migrantes, quienes enfrentan factores 
de riesgo adicionales por discriminación, barreras idiomáticas y procesos de adaptación 
cultural.

En conjunto, esta relación evidencia cómo los determinantes sociales identificados con-
figuran un escenario en el que los principios de AAAC se ven comprometidos de forma 
sistemática para la población migrante venezolana en Piura, lo que limita el ejercicio 
pleno y efectivo de su derecho a la salud en el nivel primario y comunitario. Los hallaz-
gos del trabajo de campo confirman que las limitaciones en la disponibilidad, accesibili-
dad, aceptabilidad y calidad de los servicios impactan de manera particular en el ámbito 
educativo, donde estudiantes migrantes enfrentan barreras adicionales para acceder a 
servicios de salud mental escolar, información sobre derechos, protección contra discri-
minación y respuestas integrales ante violencia, y comprometen así su derecho a la salud 
en su dimensión más amplia.

4.3. Estrategias y oportunidades para garantizar la 
disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad de los 
servicios de salud para población migrante venezolana en 
Piura

Basándonos en las evidencias obtenidas de ambos trabajos de campo, se identifican a 
continuación una serie de estrategias y oportunidades de mejora orientadas a garantizar 
la plena implementación de los principios de AAAC en los servicios primarios y comuni-
tarios de salud para la población migrante en Piura.

DISPONIBILIDAD

• Fortalecimiento institucional de servicios clave
Una estrategia crucial consiste en fortalecer, tanto presupuestaria como institu-
cionalmente, los servicios esenciales de salud, justicia y educación, especialmente 
aquellos enfocados en la prevención y atención de la violencia en todas sus formas. 
Esto implica una mayor inversión en infraestructura, personal capacitado y estra-
tegias de atención integrales que garanticen la accesibilidad y la calidad de los 
servicios para la población migrante.

En salud mental, es necesario garantizar el abastecimiento farmacológico sistemá-
tico de los CSMC, resolver los problemas de infraestructura (especialmente sistemas 
eléctricos para la conservación de medicamentos refrigerados), asignar el personal 
especializado faltante (trabajadores sociales, personal de admisión y limpieza) y 



Barreras de acceso y pertinencia en servicios de salud primaria y comunitaria

42

aumentar la capacidad de internamiento en salud mental más allá de las cinco 
camas disponibles actualmente en el Hospital de Paita. En el ámbito judicial, se re-
quiere ampliar significativamente la infraestructura especializada: expandir de dos 
a un número suficiente de cámaras Gesell para eliminar las demoras de meses en la 
toma de declaraciones, así como crear nuevas fiscalías dedicadas exclusivamente 
a casos de violencia.

• Desarrollo y fortalecimiento de alianzas estratégicas
Dado que la sociedad civil, las organizaciones de base y las ONG desempeñan un 
papel fundamental en suplir las brechas dejadas por el Estado, se propone institu-
cionalizar esta colaboración mediante convenios formales. Estas alianzas podrían 
expandir la disponibilidad de servicios, optimizar recursos, evitar la duplicación de 
esfuerzos y garantizar una atención más coordinada y accesible para la población 
migrante. En ese sentido, es prioritario que se firme un convenio entre el Hospital 
de Paita y el Hospital San Juan de Dios para ampliar las opciones de derivación en 
salud mental. Asimismo, se requiere revisar la implementación de la nueva ley so-
bre función policial a fin de eliminar las demoras generadas por la obligatoriedad 
de presencia fiscal en acciones policiales.

• Ampliación de la red de promotores comunitarios
Aprovechando la experiencia de los promotores comunitarios y los comités de vi-
gilancia existentes, se podría expandir esta red incorporando específicamente a 
personas migrantes capacitadas. Esta ampliación permitiría no solo fortalecer la 
cobertura de salud y educación, sino también mejorar la sensibilidad cultural en la 
atención, lo que favorecería un entorno más inclusivo y respetuoso para las perso-
nas migrantes.

ACCESIBILIDAD 

• Simplificación de requisitos documentarios
Dado que las barreras administrativas vinculadas a la falta de documentos migra-
torios regulares dificultan el acceso a los servicios de salud, se propone implemen-
tar un mecanismo de identificación alternativo, por ejemplo, una directiva interna 
que venga acompañada de una oportuna sensibilización del personal. Este sistema 
permitiría a las personas migrantes acceder a servicios básicos de salud y medica-
mentos esenciales de salud mental mientras se regulariza su situación migratoria, 
y se garantizaría que el acceso a la atención no dependa de trámites burocráticos, 
sino del derecho fundamental a la salud.

• Revisión de restricciones administrativas contraproducentes
Los hallazgos evidencian que las restricciones impuestas a los CSMC desde fines 
del 2023, que eliminaron su capacidad de intervención directa comunitaria, contra-
dicen los principios de atención comunitaria en salud mental. Se propone revisar 
la Resolución Ministerial 574-2017-MINSA para restaurar dicha capacidad, espe-
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cialmente para población migrante que requiere enfoques flexibles de atención 
debido a su situación de vulnerabilidad particular en la que se intersectan diversas 
variables de riesgo.

• Creación de un sistema de información interconectada
Para superar las deficiencias en los canales oficiales de información, se sugiere el 
desarrollo de una estrategia formal de comunicación que utilice diversos medios —
radiales, digitales y comunitarios—. Esta estrategia debería ser accesible para toda 
la población migrante, difundir información sobre los servicios disponibles de ma-
nera oportuna y permitir la interconexión entre instituciones, redes comunitarias y 
organizaciones de la sociedad civil. Asimismo, se recomienda desarrollar campañas 
comunicacionales especializadas que incluyan componentes para eliminar estig-
mas y promoción de derechos en salud mental, y que estén especialmente dirigidas 
a superar la estigmatización originada dentro del propio sector salud.

• Formación intercultural en salud y educación
Dado el contexto diverso de la población migrante, es esencial capacitar a miem-
bros de dicha comunidad para que actúen como facilitadores del acceso a servicios 
de salud y educación. Organizaciones como Líderes Resilientes ya vienen realizan-
do un trabajo valioso en este sentido. Esta estrategia podría extenderse mediante 
una red intercultural de apoyo en dos niveles: facilitadores comunitarios intercultu-
rales que orienten a las familias sobre rutas de atención en salud y protección ante 
la violencia, y mediadores estudiantiles interculturales que promuevan la inclusión 
en el ámbito escolar cotidiano.

Los talleres realizados en instituciones educativas confirman la viabilidad de este 
modelo híbrido. Los estudiantes demostraron capacidades para identificar violen-
cia por origen nacional («por su nacionalidad», «puede ser de otro país») y proponer 
soluciones inclusivas, especialmente los de primaria, con enfoques colaborativos 
(«jugar con la niña e interactuar»), y los de secundaria, con mayor conciencia sobre 
dinámicas discriminatorias. Sin embargo, sus estrategias se limitan a «avisar a la 
directora o profesor», lo que evidencia la necesidad de facilitadores adultos que 
conviertan estas comunicaciones en intervenciones efectivas, mientras se aprove-
cha el potencial natural de los estudiantes como mediadores entre pares para la 
prevención en tiempo real.

ACEPTABILIDAD

• Fortalecimiento de capacidades institucionales en derechos humanos e in-
terculturalidad
Los hallazgos de los trabajos de campo evidencian la necesidad urgente de forta-
lecer las capacidades institucionales en derechos humanos, migración, género e 
interculturalidad, especialmente en sectores clave como salud, educación y justicia. 
No basta con la incorporación de mediadores o facilitadores adicionales; se requie-
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re una transformación más profunda en las competencias del personal que presta 
servicios directos a la población migrante.

En el ámbito de la justicia, se identificaron sesgos institucionales que afectan ne-
gativamente la atención de casos de violencia de género, niñez y adolescencia. Por 
ello, resulta imprescindible implementar procesos de formación especializada para 
el personal fiscal, orientados a comprender las dinámicas específicas de estas for-
mas de violencia, así como las vulnerabilidades diferenciadas que enfrentan las 
personas migrantes.

De manera complementaria, es fundamental que el personal de salud y educación 
cuente con herramientas de comunicación intercultural y con protocolos adaptados 
culturalmente. Esto garantizaría una atención más pertinente, respetuosa y efecti-
va, capaz de responder a las necesidades particulares de la población migrante en 
contextos de alta diversidad y desigualdad estructural.

• Desarrollo de protocolos específicos para casos de violencia 
Dado el abordaje fragmentado identificado entre los niveles educativo y judicial, 
se propone desarrollar protocolos integrales que conecten ambos niveles de res-
puesta, y eliminar así la situación de desprotección que afecta especialmente a la 
población migrante. Esta necesidad se ve reforzada por los hallazgos del trabajo 
de campo en instituciones educativas, donde se evidenció que los estudiantes tie-
nen una comprensión clara de las dinámicas de violencia, pero sus estrategias de 
respuesta son muy limitadas. Asimismo, los estudiantes identificaron consecuen-
cias graves de la violencia escolar, como «suicidio», «depresión», «baja autoestima» 
y «trastornos alimenticios», lo que confirma la urgencia de desarrollar protocolos 
que no solo conecten los niveles educativo y judicial, sino que también incorporen 
componentes de salud mental.

CALIDAD

• Implementación de un sistema de monitoreo participativo
Se propone implementar un sistema de monitoreo participativo que involucre ac-
tivamente a la comunidad migrante en la evaluación continua de la calidad de los 
servicios de salud y educación. Este enfoque permitiría identificar áreas de mejora 
de manera constante y asegurar que las necesidades específicas de la población 
migrante se tomen en cuenta en las decisiones sobre la prestación de servicios, lo 
que fomentaría un sistema más inclusivo y accesible.

• Fortalecimiento del enfoque preventivo
Para superar la tendencia reactiva observada en los sistemas actuales, es funda-
mental desarrollar un enfoque preventivo robusto. Esto implicaría implementar es-
trategias que conecten los ámbitos de salud, educación y justicia, y enfocarse en la 
prevención antes de que los problemas se agraven. En el ámbito educativo, sería 
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necesario implementar estrategias efectivas de prevención de la violencia escolar, 
adaptadas a las edades y con un enfoque integral que articule los niveles educativo, 
familiar y comunitario. Este enfoque ayudaría a superar las limitaciones del sistema 
SíseVe, que actualmente solo se utiliza de forma obligatoria, no responde adecua-
damente a las necesidades de NNA, y no contribuye a la intervención efectiva ante 
situaciones de violencia.

• Participación activa de NNA en prevención 
Los hallazgos del trabajo de campo en instituciones educativas demuestran que 
los estudiantes poseen capacidades importantes para identificar y prevenir la vio-
lencia escolar. Su capacidad para proponer soluciones centradas en el diálogo, la 
inclusión y la intervención temprana sugiere que las estrategias de prevención se-
rían más efectivas si incorporaran su participación activa como agentes de cambio, 
especialmente si se considera que identificaron la violencia intrafamiliar como un 
factor que se reproduce en el ámbito escolar. Esta participación podría fortalecerse 
mediante programas de mediación entre pares, espacios estructurados de diálogo 
intercultural que aprovechen la capacidad natural de los estudiantes para generar 
soluciones inclusivas, así como consultas y estrategias desarrolladas junto con los 
municipios escolares.

• Aprovechamiento y replicación de buenas prácticas
El caso exitoso reportado en el CSMC Las Dalias (paciente con esquizofrenia que 
logró tener una vida independiente) ilustra el potencial de intervenciones comuni-
tarias integrales, que actualmente se ven limitadas por restricciones administrati-
vas. Se propone sistematizar y replicar estas experiencias, para lo cual habría que 
adaptarlas a las restricciones normativas actuales.

Estas estrategias, basadas en la evidencia integrada de ambos trabajos de campo, ofre-
cen un marco integral y sistemático para mejorar los principios AAAC de los servicios 
dirigidos a la población migrante venezolana en Piura. Las propuestas abordan tanto 
los determinantes estructurales identificados como las manifestaciones específicas de 
estos determinantes en la implementación cotidiana de servicios, y reconocen que la 
mejora de la atención a población migrante requiere intervenciones que fortalezcan los 
sistemas de salud, educación y justicia en su conjunto para así promover la inclusión y el 
ejercicio efectivo de los derechos de la población migrante en la región.



Barreras de acceso y pertinencia en servicios de salud primaria y comunitaria

46

5.  Conclusiones
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Los hallazgos etnográficos y los análisis realizados a lo largo del presente estudio permi-
ten establecer conclusiones respecto al impacto que ejercen los determinantes sociales 
de la salud en el acceso efectivo de la población migrante y desplazada venezolana a los 
servicios primarios y comunitarios de salud en la región Piura. Lejos de tratarse de barre-
ras aisladas, estos determinantes configuran un entramado de exclusión estructural que 
compromete de forma sistemática el ejercicio del derecho a la salud en sus dimensiones 
de disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad (AAAC), tal como lo ha señalado 
el Comité DESC (2000).

Primero, en el plano estructural, la condición migratoria irregular opera como una barre-
ra legal y administrativa crítica. La falta de documentos como el carné de extranjería o el 
PTP excluye automáticamente a muchas personas migrantes del acceso a servicios bási-
cos, incluidos tratamientos psiquiátricos esenciales en los CSMC. Esta exclusión jurídica 
revela un vacío en la implementación del principio de universalidad que debiera guiar 
la política pública en salud, en contradicción con lo planteado por organismos como la 
OMS y la OIM, que reconocen la necesidad de garantizar atención sin discriminación por 
nacionalidad o estatus.

Segundo, las condiciones materiales de vida —marcadas por la precariedad laboral, la 
inestabilidad habitacional y la informalidad— limitan severamente la capacidad de la 
población migrante para acceder a servicios privados cuando el sistema público es in-
suficiente, lo que convierte a la pobreza en un determinante social clave que agrava la 
exclusión sanitaria. Esta situación es consistente con los planteamientos de la epidemio-
logía incluyente, que enfatiza la centralidad del contexto socioeconómico en la produc-
ción de desigualdades en salud (Rodríguez y Sedano, 2022).

Tercero, la violencia y la discriminación actúan como determinantes relacionales, y afec-
tan de forma transversal la salud física, mental y emocional de las personas migrantes. 
Se identificaron múltiples formas de violencia simbólica y estructural —desde la estig-
matización en centros de salud hasta la exclusión en entornos escolares— que afectan 
especialmente a mujeres y NNA venezolanos. Como sostienen Velarde y Miranda (2025), 
este tipo de incidentes no solo vulneran derechos fundamentales, sino que deben en-
tenderse como problemas de salud pública con consecuencias psicosociales profundas.

Los hallazgos también permiten diferenciar entre dos tipos de barreras que afectan el 
acceso a la salud. Por un lado, la población migrante venezolana comparte con amplios 
sectores de la población peruana las limitaciones propias de un sistema de salud público 
precarizado: escasa disponibilidad de personal e infraestructura, desabastecimiento de 
medicamentos, sobrecarga institucional, débil articulación intersectorial y ausencia de 
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enfoque preventivo. Estas barreras estructurales afectan de forma generalizada a quie-
nes viven en condiciones de pobreza, especialmente en zonas rurales y periféricas. Sin 
embargo, además de estas restricciones compartidas, las personas migrantes enfrentan 
barreras diferenciadas vinculadas a su condición de extranjería y movilidad: dificultades 
legales para afiliarse al SIS por falta de documentación, prácticas institucionales discri-
minatorias, ausencia de protocolos culturalmente pertinentes, y experiencias de xeno-
fobia explícita o simbólica en centros educativos y de salud. Estas formas de exclusión, 
que emergen por su nacionalidad o estatus migratorio, configuran un escenario de des-
igualdad múltiple, donde las personas venezolanas enfrentan obstáculos adicionales al 
intentar ejercer su derecho a la salud.

Cuarto, se evidencia una desconexión crítica entre el marco normativo y los marcos ope-
rativos de los servicios públicos. A pesar de que el Perú ha suscrito compromisos interna-
cionales que promueven el derecho a la salud de toda persona —independientemente 
de su nacionalidad o situación migratoria—, persisten prácticas institucionales que re-
producen una lógica asistencialista, fragmentada y predominantemente reactiva. Esta 
falta de articulación entre niveles de atención, sumada a la escasa formación en enfo-
ques de derechos humanos, género e interculturalidad del personal de salud y justicia, 
reduce la pertinencia cultural y la aceptabilidad de los servicios.

Quinto, el estudio revela cómo los principios de AAAC son vulnerados de forma sistemática:

La disponibilidad de servicios se ve comprometida por el desabastecimiento de me-
dicamentos, la falta de infraestructura especializada (por ejemplo, solo dos cámaras 
Gesell en la región) y la escasez de personal capacitado, particularmente en salud 
mental.

La accesibilidad es limitada por barreras jurídicas, económicas, geográficas e infor-
mativas. La imposibilidad de acceder al SIS, los altos costos de transporte, la desin-
formación sobre rutas de atención y la dependencia de redes informales reflejan la 
profunda desigualdad en la distribución de los recursos y del poder institucional.

La aceptabilidad se ve afectada por la falta de protocolos culturalmente pertinentes, 
la estigmatización de los servicios psiquiátricos, y la persistencia de sesgos en el sis-
tema educativo y judicial. La atención sigue centrada en contenidos biomédicos, sin 
abordar los marcos culturales y experiencias específicas de la población migrante.

La calidad de los servicios es deficiente debido a la sobrecarga de tareas adminis-
trativas, la ausencia de acompañamiento psicosocial integral, la falta de protocolos 
de prevención de violencia escolar, y la escasa articulación entre salud, educación y 
justicia. Esta situación ha generado un escenario de desprotección sistemática, espe-
cialmente para NNA migrantes.
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Este estudio demuestra que los determinantes sociales de la salud no actúan de forma 
aislada, sino que se intersecan y refuerzan entre sí, lo que genera un «entramado de ex-
clusiones» que impide el ejercicio pleno del derecho a la salud en los niveles primarios y 
comunitarios. Este entramado debe entenderse como una forma de violencia estructural 
(Segato, 2003), que opera desde la negación institucional de derechos y que reproduce 
desigualdades históricas en el acceso a servicios esenciales.

Por lo tanto, la población migrante y desplazada de nacionalidad venezolana en Piura 
enfrenta múltiples barreras para ejercer su derecho a la salud, que se expresan de ma-
nera particularmente aguda en los servicios primarios y comunitarios. Estas barreras no 
solo reflejan deficiencias estructurales del sistema de salud peruano, sino también con-
diciones específicas de exclusión relacionadas con la nacionalidad, el estatus migratorio, 
la discriminación y la ausencia de enfoques interculturales.

Tabla 3. Resumen de hallazgos sobre el acceso a la salud de población migrante 
venezolana en Piura

Categoría Hallazgos principales Principio 
afectado (AAAC)

Condición de 
afectación

Condición 
migratoria

Falta de documentación 
impide afiliación al SIS y 
acceso a medicamentos 
psiquiátricos.

Accesibilidad 
(jurídica)

Específica 
(migrantes sin 
documentación 
regular)

Infraestructura 
en salud 
mental

CSMC con escasez de per-
sonal, desabastecimiento, 
restricciones para interven-
ciones comunitarias.

Disponibilidad, 
Calidad

General, pero con 
impacto agravado 
en población 
migrante

Gobernanza 
y políticas 
públicas

Falta de articulación entre 
salud, justicia y educación; 
ausencia de estrategias 
preventivas.

Disponibilidad, 
Calidad

General 
(estructural), pero 
afecta más a casos 
complejos

Concepción 
institucional de 
salud

Se concibe como servicio 
y no como derecho, lo 
que restringe el enfoque 
comunitario e inclusivo.

Aceptabilidad, 
Calidad

General, reproduce 
exclusión 
institucional

Discriminación 
en servicios

Casos de estigmatización 
hacia personas 
venezolanas en centros de 
salud y escuelas.

Accesibilidad 
(no 
discriminación), 
Aceptabilidad

Específica 
(xenofobia 
y prejuicio 
institucional)

Violencia 
escolar

Exclusión por nacionalidad, 
color de piel, forma de 
hablar; docentes sin 
formación en convivencia.

Accesibilidad, 
Calidad, 
Aceptabilidad

Específica 
(violencia simbólica 
a estudiantes 
migrantes)
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Categoría Hallazgos principales Principio 
afectado (AAAC)

Condición de 
afectación

Violencia 
basada en 
género

Respuesta judicial con 
sesgos; CEM subvalorados; 
instituciones sin protocolos 
integrales.

Aceptabilidad, 
Calidad

Afecta tanto a 
migrantes como 
a peruanas 
(interseccional)

Déficit de 
información

Migrantes dependen de 
redes comunitarias y ONG 
para saber cómo acceder a 
servicios.

Accesibilidad 
(informativa)

Específica 
(migrantes recién 
llegados o sin 
redes)

Ausencia 
de enfoque 
intercultural

Personal sin formación 
en interculturalidad 
y derechos humanos; 
protocolos inadecuados.

Aceptabilidad, 
Calidad

Específica 
(población en 
movilidad humana)

Condiciones 
socioeconómi-
cas

Informalidad, bajos 
ingresos, inseguridad 
alimentaria limitan el 
acceso incluso si hay 
servicios disponibles.

Accesibilidad 
(económica), 
Calidad

General 
(estructural), 
con impacto 
más severo en 
migrantes

Estigmas sobre 
salud mental

Resistencias culturales y 
desinformación impiden 
la búsqueda de atención 
oportuna.

Aceptabilidad, 
Accesibilidad

General, pero 
más grave en 
migrantes sin 
acompañamiento

Así, si bien varias de las barreras identificadas responden a deficiencias estructurales del 
sistema de salud —como el desabastecimiento de medicamentos, la falta de personal 
especializado o la escasa articulación intersectorial—, las personas migrantes enfren-
tan estos obstáculos en condiciones de mayor vulnerabilidad. La precariedad afecta a 
amplios sectores de la población peruana, pero su impacto se amplifica en el caso de la 
población migrante venezolana debido a factores como la irregularidad migratoria, la 
discriminación institucional y social, la carencia de redes de apoyo y el desconocimiento 
de rutas formales de atención. Al mismo tiempo, se constataron barreras específicas y 
diferenciadas asociadas a la nacionalidad, al estatus migratorio o a la xenofobia, que 
generan formas particulares de exclusión que los ciudadanos peruanos no enfrentan, 
incluso dentro del mismo sistema precario. Estas barreras, que van desde el rechazo en 
centros de salud hasta la violencia simbólica en entornos escolares, expresan dinámicas 
de racialización, estigmatización y otras formas de desigualdad estructural que se super-
ponen a la precariedad institucional. No obstante, también se identificaron respuestas 
positivas y experiencias prometedoras, como el caso del CSMC Las Dalias, que muestra 
el potencial de los modelos comunitarios de salud mental cuando se les permite operar 
con autonomía, enfoque preventivo y sensibilidad territorial. Estas prácticas constituyen 
puntos de apoyo valiosos para fortalecer una atención más inclusiva y efectiva.
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Las conclusiones aquí presentadas permiten sostener que mejorar el acceso a la salud de 
la población migrante venezolana en Piura no solo requiere reformas técnicas o adminis-
trativas, sino también una transformación estructural que aborde los factores de fondo: 
la concepción restrictiva de la salud como servicio, la desarticulación entre instituciones, 
la ausencia de formación con enfoque de derechos y la reproducción de estigmas socia-
les hacia la población migrante. Solo un enfoque interseccional, intersectorial y basado 
en derechos puede revertir estas condiciones de exclusión y garantizar un acceso justo, 
equitativo y digno a la salud para todas las personas, sin discriminación por su naciona-
lidad o situación migratoria.
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6. Recomendaciones
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6.1. Para el Estado peruano

RECONOCER Y CORREGIR LAS LIMITACIONES ESTRUCTURALES DEL SISTEMA 
DE SALUD CON ENFOQUE DE EQUIDAD

Muchas de las barreras que enfrentan las personas migrantes también afectan a la pobla-
ción peruana, especialmente en contextos rurales y periféricos. Sin embargo, su impacto 
es mayor para las personas en movilidad humana debido a la irregularidad migratoria, 
la falta de redes, la discriminación y la violencia estructural. En ese sentido, urge que el 
Estado deje de tratar la atención a migrantes como un tema exclusivamente humanitario 
y la asuma como parte de la política pública nacional con enfoque universalista e inter-
seccional.

FORTALECER INSTITUCIONALMENTE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE SALUD 
MENTAL COMUNITARIA

Se debe revertir la eliminación de la capacidad de intervención comunitaria directa de 
los CSMC (según la Resolución Ministerial 574-2017-MINSA), para lo cual se ha de res-
tablecer su rol preventivo y territorial. Además, se requiere asegurar el abastecimiento 
permanente de psicofármacos, infraestructura adecuada para su conservación y el incre-
mento del personal especializado (trabajo social, limpieza, recepción, etc.).

SIMPLIFICAR LOS REQUISITOS DOCUMENTARIOS EN SALUD PÚBLICA

Debe establecerse un mecanismo de identificación alternativo o flexible que permita a 
las personas migrantes sin documentación regular acceder al SIS y a tratamientos esen-
ciales, particularmente en salud mental. Esta medida debe reconocerse como una garan-
tía del derecho a la salud, y no como una excepción temporal.

PROMOVER UNA POLÍTICA INTERSECTORIAL PARA ATENCIÓN INTEGRAL EN 
SALUD, EDUCACIÓN Y JUSTICIA

Se necesita articular protocolos conjuntos entre sectores (Ministerio de Salud (MINSA), 
Ministerio de Educación (MINEDU), Ministerio Público) para la atención integral de si-
tuaciones de violencia, salud mental y discriminación, especialmente en NNA migrantes. 
Las instituciones deben contar con guías unificadas que contemplen la derivación, el 
acompañamiento y el seguimiento psicosocial, respetando principios de interculturali-
dad, género y niñez.
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INVERTIR EN INFRAESTRUCTURA ESPECIALIZADA Y ARTICULACIÓN 
INSTITUCIONAL

La brecha en la infraestructura crítica —por ejemplo, la escasez de cámaras Gesell o las 
limitaciones para internamiento en salud mental— debe ser atendida con carácter prio-
ritario. Además, deben firmarse convenios interinstitucionales urgentes (entre el Hospi-
tal de Paita y el Hospital San Juan de Dios) para habilitar vías de derivación eficientes en 
salud mental.

6.2. Para los gobiernos locales y gobiernos regionales

PROMOVER REDES DE FACILITADORES INTERCULTURALES EN SALUD Y 
EDUCACIÓN

Los gobiernos subnacionales pueden canalizar recursos hacia el fortalecimiento de pro-
motores de salud y mediadores escolares con formación en derechos, salud mental y 
cultura migrante. Estos actores permitirán tender puentes entre servicios públicos y co-
munidades migrantes, y serán clave en entornos escolares para prevenir la violencia y 
promover la inclusión.

INSTITUCIONALIZAR ESPACIOS DE CONSULTA Y PARTICIPACIÓN MIGRANTE

Se recomienda establecer mesas de trabajo con organizaciones migrantes para identificar 
barreras, evaluar servicios y construir de manera conjunta soluciones. Esto puede articular-
se con el sistema de vigilancia comunitaria en salud y con los municipios escolares.

6.3. Para las organizaciones de la sociedad civil y comunitarias

FORTALECER Y ESCALAR REDES DE INFORMACIÓN COMUNITARIA

Dado que gran parte de la información que circula sobre derechos y servicios proviene 
de redes informales, las organizaciones comunitarias deben ser reconocidas como agen-
tes de salud pública y aliadas clave para promover el derecho a la salud. Esto incluye ela-
borar guías impresas, contar con espacios de orientación legal y llevar a cabo campañas 
sobre acceso a salud mental sin estigmas.

SISTEMATIZAR Y VISIBILIZAR BUENAS PRÁCTICAS

Experiencias exitosas como el caso del CSMC Las Dalias deben documentarse, sistema-
tizarse y difundirse para mostrar el potencial de intervenciones comunitarias integrales 
cuando estas operan con autonomía y enfoque preventivo.



Un análisis con enfoque interseccional e inclusivo en la región de Piura

55

MONITOREAR LA CALIDAD DEL SERVICIO DESDE LA EXPERIENCIA MIGRANTE

La implementación de sistemas de evaluación participativa, que incorporen las voces de 
usuarios migrantes en la mejora continua de servicios, puede ser una estrategia podero-
sa para visibilizar discriminaciones, identificar vacíos y fortalecer la rendición de cuentas 
institucional.

6.4. Para la cooperación internacional

SOSTENER EL FINANCIAMIENTO DE INTERVENCIONES COMUNITARIAS E 
INTERSECTORIALES

La retirada de actores como CARE y USAID dejó brechas críticas en atención especializa-
da. Es imprescindible que la cooperación internacional priorice la financiación de mode-
los comunitarios, servicios de salud mental, acompañamiento a NNA y fortalecimiento 
institucional, particularmente en regiones fronterizas o de alto flujo migratorio.

PROMOVER LA TRANSVERSALIZACIÓN DEL ENFOQUE DE DERECHOS 
HUMANOS EN TODOS LOS PROYECTOS

Los programas financiados deben exigir la incorporación de enfoques de derechos humanos, 
interculturalidad, género e interseccionalidad en los servicios de salud, educación y justicia, y 
promover estándares de protección internacional para personas en movilidad humana.

APOYAR PROCESOS DE FORMACIÓN TÉCNICA Y POLÍTICA PARA PERSONAL 
PÚBLICO

La cooperación puede ser un aliado estratégico en la formación continua de funciona-
rios/as en temas como derechos de la niñez migrante, violencia basada en género, salud 
mental comunitaria, prevención de la xenofobia y gestión participativa de servicios.

6.5. Para la academia e instituciones de formación profesional

INCLUIR EL ENFOQUE INTERCULTURAL Y DE MOVILIDAD HUMANA EN LOS 
CURRÍCULOS

Es urgente actualizar los planes de estudio de las carreras de Medicina, Psicología, Tra-
bajo social, Educación y Derecho para incorporar contenidos relacionados con salud, 
migración, racismo estructural y atención intercultural, como parte del desarrollo de 
competencias profesionales.
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DESARROLLAR INVESTIGACIONES APLICADAS CON ENFOQUE DE DERECHOS

Se recomienda fomentar estudios participativos que acompañen a comunidades migran-
tes, evalúen intervenciones públicas y formulen recomendaciones para la mejora de po-
líticas, con base en metodologías éticas y horizontales.

GENERAR PROCESOS DE FORMACIÓN CONTINUA CON ENFOQUE PRÁCTICO

Desde diplomaturas hasta cursos cortos, es necesario ofrecer capacitaciones para perso-
nal en ejercicio que atienda población migrante, con enfoque territorial, trabajo interdis-
ciplinario y sensibilización sobre discriminación y racismo.

Estas recomendaciones no solo buscan responder a barreras estructurales y específicas, 
sino también transformar los servicios públicos en espacios inclusivos, accesibles y cultu-
ralmente pertinentes, para garantizar así que el derecho a la salud se ejerza de manera 
plena, sin discriminación y con especial atención a los grupos en situación de mayor 
vulnerabilidad.
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